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SEÑOR PRESIDENTE (Iturralde Viñas).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración tiene el gusto de recibir al 
señor Presidente del INAU, doctor Javier Salsamendi, y al Director, asistente social Dardo Rodríguez. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Como siempre, es un gusto estar presente en esta Comisión. 


En esta ocasión fuimos citados para tratar los dos proyectos de ley identificados en los Repartidos_N* 805 y 
N? 808, relativos a la modificación de la Ley N* 18.590, de 18 de setiembre de 2009, vinculada con las 
adopciones. 


Vamos a ahorrar el proceso previo de discusión por el cual se llegó a la elaboración de estos proyectos, en lo 
sustantivo, dado que hemos desarrollado bastante extensamente este asunto, en su momento, en la 
presentación que hicimos en la Comisión Permanente en el mes de febrero de este año. No obstante, 
obviamente, si fuera del caso, no tendremos inconveniente en repasarlo. 


Si no hay inconveniente, realizaremos un comparativo entre los proyectos, tomando como base el Repartido 
N* 805 -que nos llegó primero- y mencionando los agregados que nos surgen del Repartido N* 808. 


En el artículo 1* del Repartido N* 808, además de la diferencia de formato que presenta, se plantea una 
diferencia en la frase que figura al final del artículo 132 -previa al artículo 132.1-, que establece: "[...] en 
ambos casos a efectos de dar cumplimiento a lo que dispone el artículo siguiente". Esta frase no se encuentra 
en el articulado del Repartido N* 805, y si bien puede parecer sobreabundante, consideramos que se debe 
incluir en el articulado. 


Tomando como base el articulado que figura en el Repartido N* 805, en el artículo 132.1, "Medidas 
provisionales", se hace referencia al artículo 133.2, pero suponemos que hubo un error de tipeo y que 
corresponde que sea al artículo 132.2; sobre esa base, trabajamos. 


Por otra parte, en el literal A) del artículo 132.1 del Repartido N* 805, no entendemos exactamente por qué, 
haciendo referencia, en orden preferencial, a que si el niño, niña o adolescente eventualmente estuviere con 
un familiar -o sea, en términos de familia extensa-, se establece que no se podrá superar el plazo establecido 
en el artículo 132.2. En este Repartido se presenta una estructura diferente porque se plantean literales, pero 


creo que en esencia señalan lo mismo. Creemos que, en caso de que efectivamente se esté en el marco de una 
familia extensa, con un familiar, no debería figurar la frase: "[...] no podrá superar el plazo establecido en el 
artículo 133.2", porque estricta y no necesariamente se está ante un proceso vinculado a una eventual 
adopción. 


En el literal B) del artículo 132.1 del Repartido N* 805, se remarca el tema de los plazos. Habría que analizar 
nuevamente esos plazos y cuáles serían las consecuencias en el caso de que estos no se cumplieran. Acá estoy 
retomando un punto anterior, cuando se mencionan las veinticuatro horas siguientes a los efectos de que el 
INAU tome las medidas de asistencia material que el estado del niño, la niña o el adolescente requieran, y el 
tema de la comunicación al Magistrado o Magistrada competente que a su vez tendrá veinticuatro horas para 
disponer las medidas cautelares que correspondan. No nos vamos a expedir sobre esto, pero tenemos dudas 
de la efectiva posibilidad de adoptar una resolución de este tenor -aun en términos de medidas cautelares- en 
un plazo de veinticuatro horas por parte del Poder Judicial. Obviamente, lo que tiene que hacer el INAU es 
adoptar las medidas materiales e informar. Eso es perfectamente factible de cumplir porque, además, va a ser 
una información en principio primaria. Objetivamente, la duda que nos queda es la posibilidad real -no es que 
no sea deseable- de que esos plazos se cumplan, pero eso lo dejamos planteado. 


En este caso, no existe consecuencia para el no cumplimiento del plazo. En otros artículos, se establecen 
cuáles son las consecuencias en el caso de que no se cumpla con los plazos acá establecidos. Pero, por lo que 
pudimos ver, en ninguno de los dos proyectos aparece cuál es la consecuencia en el caso de que no se 
cumplan estos plazos de veinticuatro horas y de veinticuatro horas respectivamente. 


SEÑOR BAYARDI.- ¿Se está refiriendo al plazo que se establece en la introducción del artículo 132.1 
del Repartido N* 805? 


SEÑOR SALSAMENDI.- A los dos, porque son idénticos. 


SEÑOR BAYARDI.- Quisiera que nos ilustrara acerca de cuál sería el plazo dentro del cual se entiende 
lógico que el INAU se puede mover. Digo esto porque si no, nosotros no tenemos la posibilidad de hacer 
juicios de valor. 


(Interrupciones.- Diálogos) 


——— Dice: "El Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU) tomará las medidas de asistencia 
material que el estado del niño, niña o adolescente requiera y comunicará la situación al Juez dentro de las 24 
(veinticuatro) horas; (...)". Lo que entendí que dijo el Presidente del INAU es que se está en condiciones de 
informar sumariamente la situación dentro de las veinticuatro horas. Un informe más exhaustivo necesitaría 
más plazo. Después el Juez, dentro de las veinticuatro horas siguientes de recibida la comunicación, 
dispondrá las medidas cautelares que corresponda. La duda es sobre el plazo de que dispone el Juez porque, 
con respecto al INAU, ya se dijo aquí que se entiende que esta institución está en condiciones de informar 
sumariamente en el plazo de 24 horas. ¿Es así? 


SEÑOR SALSAMENDLI.- Es así. 


SEÑOR BAYARDI.- Perfecto. Aclarado esto, la pregunta formulada no debería estar haciéndosela al 
señor Presidente del INAU, por lo que la retiro. Deberíamos hacerla a los representantes del Poder 
Judicial. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En realidad, decíamos que el plazo de veinticuatro horas corresponde al 
INAU, pero eventualmente, aunque no esté estrictamente consagrado acá, a partir de obvios principios 
generales, suponemos que estas veinticuatro horas también corresponderán al sistema de salud. Ahí 
nos queda alguna duda en cuanto a si las veinticuatro horas comienzan a correr a partir de que, 
efectivamente, el Instituto toma contacto con la situación o ese plazo empieza a correr en el marco del 
sistema de salud en el cual se dan buena parte de los casos. Nos parece que ese es un elemento a tener 
en cuenta. Lo estuvimos analizando nuevamente con gente que, además, había trabajado en estos 
proyectos y esa fue una duda que nos surgió que, sinceramente, no habíamos tenido en cuenta al 
principio. 


También queremos decir que el término "tenencia" en todos estos casos es susceptible de generar algunas 
dudas desde el punto de vista jurídico, por lo cual entendemos que, en realidad, esta palabra debería 
sustituirse por la expresión "guarda material" que no incluye necesariamente el concepto de tenencia en su 
integralidad. 


Por otra parte, en el literal B) del artículo 132.1 se dice: "Se prevendrá a la familia seleccionada de la 
posibilidad de que en definitiva el niño, niña o adolescente no resulte elegible para adopción (...)". Nos 
parece que la frase más adecuada es que "el niño, niña o adolescente no resulte susceptible de ser adoptado", 
pues la palabra "elegible" no parece ser la más adecuada en este caso. 


No encontramos otras diferencias sustantivas entre ambos proyectos en lo que al artículo 132.1 refiere. Sin 
embargo, queremos señalar un aspecto general que es parte de las dificultades que este tema tiene y en el cual 
no hay una solución perfecta. 


Se señala un orden de preferencia para la eventual integración del niño, niña o adolescente pues así se 
establece "(...) siguiendo un orden preferencial que no podrá dejar de observarse salvo motivos fundados". En 
caso de tratarse de un familiar esto debe integrarse con los artículos posteriores en relación con las 
definiciones de vínculo significativo, etcétera, que suponemos que es un elemento que, necesariamente, debe 
darse en esta interpretación. La experiencia nos demuestra que la sola referencia biológica no es un elemento 
decisivo en todos los casos. 


Se señala luego la inserción provisional en una familia seleccionada del registro de aspirantes por el INAU. 
Sin duda, esta es una solución deseable y es parte de las dificultades que tuvo la aplicación de la Ley N* 
18.590, en función de una interpretación desarrollada mayoritariamente por parte de operadores del sistema 
judicial en cuanto a que esta posibilidad hoy está vedada. 


¿Cuál es el problema? No es sencillo para un magistrado resolver en veinticuatro horas que, razonablemente, 
esa integración culmine en un efectivo proceso de adopción. Obviamente, la marcha atrás en esta situación 
generaría consecuencias no deseadas. La pregunta inmediata es cuál es la otra solución. Sería el pasaje como 
preferencia a una familia de acogimiento y la integración o inserción posterior a una familia de las 
seleccionadas por el registro, con las excepciones planteadas en los proyectos. En función de que se manejan 
tiempos muy acotados -de cuarenta y cinco y noventa días-, esta podría ser una solución. De todos modos, 
reiterando que no podemos estar seguros de que ninguna de las soluciones es ciento por ciento mejor, nos 
parece que está bien mantener este orden de preferencia siempre que los Magistrados tengan especial 
precaución en el manejo de estas soluciones de carácter cautelar que aquí se plantean. En todo caso, sabemos 
que aquí hay un nudo de discusión inevitable. 


SEÑOR BANGO.- No me quedó claro cuál sería la posición final. Sabiendo que no hay una solución 
perfecta, ¿se sugiere mantener el orden de prelación o esa apelación al discernimiento del Juez supone 
alguna variación en este artículo? 


SEÑOR PEREIRA (don Nicolás).- Si se entendiera que sería apropiado extender ese tiempo de 
veinticuatro horas para la resolución judicial, posterior al pasaje de la información que da el INAU, a 
48 horas o a 72 horas, quisiera saber si consideran que para la adopción de esa medida provisional 
debería haber al menos un informe preliminar del INAU, si habría posibilidad de tener un informe 
previo del INAU a los efectos de tomar la resolución respecto de la medida provisional a adoptar. 


Me sumo a la consulta en cuanto a sí la interpretación que hacemos de lo que planteaba el Presidente del 
INAU es correcta; en la medida en que ninguna las dos soluciones, ni la que está en el proyecto ni la de 
alterar el orden de los puntos B) y C) sería perfecta, quiero saber si sería apropiado invertir el orden de los 
puntos B) y C) para que el Juez, en caso de razón fundada lo alterase. 


SEÑORA ALONSO.- Se dijo que el INAU va a tomar las medidas de asistencia material en 
veinticuatro horas; es decir que, en principio, en ese lapso no debería haber problemas. Quizás la 
problemática se traslade al Poder Judicial, porque quizás veinticuatro horas no sería tiempo suficiente. 
Pero si el Poder Judicial en realidad va a disponer de las medidas cautelares que correspondan, creo 
que están las garantías, de acuerdo con los artículos 311 en adelante del Código General del Proceso, 


para que esas medidas generen la garantía suficiente; por lo tanto, en esas veinticuatro horas no 
debería haber problema. 


Creo que el problema con los plazos no pasa por las primeras veinticuatro o cuarenta y ocho horas, sino por 
los cuarenta y cinco y noventa días siguientes. No sé si estoy en lo cierto o el Presidente del INAU tiene una 
perspectiva diferente. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Hicimos un análisis primario. 


Entendemos que, más allá de los pro y los contra de cada una de las soluciones, esta solución del orden de 
prelación que traen ambos proyectos debería mantenerse, apelando a una especial cautela en el manejo de las 
resoluciones judiciales. Esa primera resolución, como medida cautelar que adopta el magistrado en 
veinticuatro horas, es absolutamente crucial, define o puede definir buena parte de todo el resto del proceso. 
Por ende, ese plazo de veinticuatro horas que tiene el magistrado o magistrada competente para adoptar la 
resolución es un momento clave para el proceso posterior. 


Por eso manifestábamos una duda razonable en cuanto a si ese plazo era suficiente o no para el Poder 
Judicial. En todo caso, será motivo de una consulta especial cuando asista la delegación del Poder Judicial 
que eventualmente sea convocada. Verdaderamente, ahí hay un primer núcleo en el proceso con una 
importancia muy trascendente. Lo exhaustivo del informe que pueda realizar el Instituto o el sistema de salud 
dependerá, necesariamente, de la situación planteada. Hay algunas circunstancias en las que la dinámica 
familiar puede ser conocida de antemano porque existieron casos anteriores, etcétera. Puede haber 
situaciones que, aun con desconocimiento de algunos hechos, sean muy evidentes. Me refiero a casos de 
abandono muy flagrante, de abuso y de maltrato evidente que permitan que desde lo corporal se pueda 
determinar cuál es la situación. Pero, obviamente, la capacidad real de profundizar en ese lapso en la 
situación del niño, niña o adolescente de que se trate, en principio es extremadamente acotada. Eso es 
evidente. 


De todos modos, nos parece que una de las innovaciones que contienen ambos proyectos, y que 
fervientemente apoyamos, es establecer plazos perentorios para adoptar soluciones. Consideramos que eso es 
más que adecuado. La única duda, en este caso, es si ese plazo perentorio efectivamente es suficiente para 
poder adoptar de forma válida la resolución de que se trate. 


El artículo 132.2 refiere a la duración del proceso y a las responsabilidades funcionales. La única diferencia 
que observamos entre ambos proyectos se encuentra en el primer inciso de ambos repartidos. El primer inciso 
del artículo 132.2 del Repartido N* 805 expresa: "A tales efectos, los informes requeridos por el Magistrado 
conforme al numeral anterior a fin de fundar su decisión, han de ser brindados según decisión del Juzgado 
competente" -ahí debería ir una coma- "por el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU) y 
equipos técnicos del Poder Judicial: Instituto Técnico Forense y Equipos Técnicos de los Juzgados de Familia 
con competencia especializada [...]", mientras que en el Repartido N* 808 en lugar de una "y" figura una "o", 
por lo que establece: "A tales efectos, los informes requeridos por el Magistrado conforme al numeral 
anterior a fin de fundar su decisión, han de ser brindados según decisión del Juzgado competente por el 
Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU) o equipos técnicos del Poder Judicial [...] (...)" y sigue 
igual. Claramente, en un caso se señala que el Magistrado puede resolver entre tener sus propios y exclusivos 
asesoramientos en función de lo que le surja de los equipos del Poder Judicial, y en el otro se exige que se 
den en conjunto los informes de los equipos pertenecientes al Poder Judicial y a los equipos técnicos del 
INAU, etcétera. En nuestra opinión, esta es la mejor solución, es decir que se exija la efectiva presencia de 
los informes de aquellos organismos pertenecientes al Poder Judicial y los informes de los equipos técnicos 
del INAÚ. De todos modos, más adelante se aclara que en el caso de que cualquiera de las partes no cumpla 
con los plazos establecidos el proceso continuará. Además, esto salda a texto expreso una discusión que 
recordarán que en el caso de un proceso distinto, como el de infracciones a la ley penal, generó algún debate 
respecto a la preceptividad o no de estos informes para la continuidad o no del proceso. Por lo tanto, creo que 
está perfectamente planteada la aclaración de que esto no obste a la continuidad del proceso, 
independientemente de las eventuales responsabilidades administrativas que en cada caso pueda haber. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida al psicólogo social Jorge Ferrando, Director del INAU. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, agradecemos la presencia de los integrantes del Directorio del 
INAU que nos acompañan. 


En segundo término, quiero resaltar el esfuerzo que han hecho los colegas de todos los partidos en el sentido 
de intentar tener un proyecto de marco legal que apunte a mejorar dos temas problemáticos. Por lo menos así 
lo entiendo leyendo los proyectos. Uno tiene que ver con las hipótesis en las cuales el INAU puede actuar a 
los efectos de iniciar el proceso de adopción. El segundo problema es la duración de los términos del proceso. 
Es evidente que cuando la situación de abandono es clara, inequívoca e incontrastable, con la legislación que 
tenemos la situación puede estar clara, aunque después, probablemente, podrá demorar mucho el segundo 
aspecto. 


Mi pregunta es si con el artículo 132 tal como está proyectado -como decía el Presidente del INAUÚ, no hay 
diferencias sustantivas entre ambos- solucionamos la hipótesis para que el INAU pueda actuar. Pregunto cuál 
va a ser la interpretación, por ejemplo, en el caso de un niño que está pidiendo en la calle de una zona de 
frontera, pero vive con sus padres, o de un niño que va en un carro recolector pero vive con sus padres. Me 
surge esa duda. También puedo referirme a los casos de denuncia de abusos que no son tales, o a aquellos que 
en realidad el tema es discutible porque el abuso surge de una situación determinada pero no necesariamente 
de la intención de abusar. Mi pregunta es si esta redacción va a cambiar la interpretación de los operadores 
jurídicos, lo que, como decía el Presidente del INAU, el artículo 132 tal como está no contempla. 


En cuanto a la decisión del Magistrado, los proyectos establecen que resuelva, aunque no tenga informe 
técnico. De lo contrario, tendrá que aceptar las opciones que presente el INAUÚ. ¿Ese mecanismo no tendrá 
mayor perversión después? ¿Cuál es la experiencia al respecto? Lo que buscan los proyectos es claro. Me 
parece que ustedes deberían hacer un aporte en cuanto a si con estos textos vamos a tener soluciones. Parece 
curioso que se pida a un Juez que resuelva aunque no tenga informe, que después se diga al INAU que actúe 
y que luego tenga que resolver el Magistrado. 


Sinceramente -tal vez haya falta de conocimiento de mi parte-, las redacciones me generan dudas. 


SEÑOR PEREIRA (don Nicolás).- La consulta que quiero hacer a las autoridades del INAU tiene que 
ver con lo que planteaba el señor Diputado Michelini. Nos preocupa, particularmente, la posibilidad de 
que un Juez tome resolución en estos casos ante la ausencia de los equipos técnicos del INAU. El 
primer proyecto que estamos analizando hace referencia a la posibilidad del Juez de adoptar 
resoluciones si, en determinados plazos, no hay informe del INAU o no hay dictamen fiscal. Lo que nos 
genera más dudas es la posibilidad de que se pueda resolver sin un informe técnico del INAUÚ. ¿Cuáles 
serían los elementos que tendría en cuenta un Juez a la hora de tomar este tipo de resoluciones, si no 
tiene un informe especializado? 


También queremos conocer la opinión del Directorio en cuanto a la posibilidad de incluir un agregado en este 
artículo que estableciera que, vencidos los plazos y si el informe técnico del INAU no está en sede judicial, 
se obliga al Juez a que convoque al equipo técnico implicado en la elaboración del informe, a efectos de que 
haga, al menos, un informe verbal en sede judicial. De esta forma, el Juez contaría con elementos 
especializados a la hora de tomar este tipo de decisiones. Es un poco riesgoso que la situación quede a 
criterio del Juez, sin un informe del Instituto. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- El artículo que estamos analizando trabaja sobre la hipótesis de que no exista 
un informe, y culmina la redacción sobre la base de que, si el Juez no tomó decisión, se tomará como 
decisión lo que propone el INAU. ¿Qué es lo que propone el INAU si no se ha pronunciado? 


SEÑOR SALSAMENDI.- La hipótesis sobre la que se trabaja consiste en que hay informes. Todo el 
artículo define quién tiene que presentar los informes, etcétera. Inclusive, hay una diferencia en el 
primer inciso de un proyecto y de otro. En un caso, hace concurrentes a todos los informes con la 
conjunción "y" y, en otro, se señala que pueden ser informes del Poder Judicial o eventualmente del 
Instituto. El eterno problema que se da en cualquier proceso es qué pasa si no se cumple, y eso la ley lo 
tiene que prever especialmente. En este caso, en ambos proyectos la idea es: "No hagamos depender el 
resultado y el plazo de un proceso determinado de la presentación de estos informes, porque si no se 
presentaran se detendría indefinidamente". Razonando por el absurdo, podríamos llegar a la hipótesis 


de que si el INAU o cualquier autoridad administrativa que eventualmente fuera llamada a informar, 
no lo hiciera, paralizaría indefinidamente un proceso. Esa es la hipótesis que se prevé en el inciso 
segundo de ambos proyectos, pensando en que no existe un informe. 


El plazo de setenta y dos horas para que el INAU haga una propuesta es diferente al informe que se exige en 
el inciso primero. Son dos cosas distintas. Uno requiere un informe detallado sobre la situación de los niños, 
niñas o adolescentes que estén implicados en el proceso, su eventual condición de adoptabilidad, etcétera. El 
otro plantea qué ocurre si culminó la medida cautelar y no se adoptó resolución. Si razonamos por el absurdo 
y no hubiere decisión, se prolongaría la situación planteada por la medida cautelar hasta que eventualmente 
existiera una resolución. La otra solución posible podría ser que cualquier legitimado, ante la inacción 
judicial, podría presentarse por la vía de la apelación o solicitando un especial pronunciamiento. Sin 
embargo, no cumpliría con el objetivo de asegurar la celeridad del proceso planteado porque se extendería 
excesivamente en el tiempo el plazo que se tiene para resolver. 


Esto fue una discusión bastante fuerte -diría que es parte del centro de la discusión -en el caso de la 
aprobación de la Ley N* 18.590, en cuanto a si ese proceso estaba cercenando las competencias propias del 
Poder Judicial. Es clarísimo que el que lleva adelante absolutamente todo el proceso y toma todas las 
decisiones que corresponden es el Poder Judicial. Esto ha sido así siempre y en todos los casos. Ha habido 
una suerte de confusión inducida respecto a cuál es el rol del INAU en los procesos judiciales. Obviamente, 
tiene el rol que la ley le determina, pero es el Magistrado, el Poder Judicial, en el marco de sus competencias, 
el que efectivamente decide todos aquellos aspectos fundamentales en estos procesos. 


En este caso es lo mismo. El tema es que si no cumple con esos plazos del fin de una medida cautelar, algún 
efecto debería existir. El efecto que está planteado en ambos proyectos, en principio, nos parece correcto. Si 
pasaran los cuarenta y cinco o noventa días y el Magistrado hubiera optado como medida cautelar por la 
inserción provisional en una familia seleccionada en el Registro de Aspirantes del INAU, en la redacción 
habría que agregar qué debe hacer esa familia pasados los cuarenta y cinco o noventa días. En este caso, no 
sería justificable el planteo de que se le retirara la guarda material que, eventualmente, se le otorgó. Nos 
parece que habría que establecer cuál es el plazo que tiene para iniciar el proceso de adopción y establecerlo 
con carácter taxativo. Esa solución sería clara para una familia de acogimiento, pero no tendría sentido -la 
solución sería contradictoria- en el caso de que se hubiera optado, como medida cautelar, por la inserción 
provisional en una familia seleccionada del Registro de Aspirantes del INAU. 


Respecto a la consulta hecha por el señor Diputado Michelini, la mayoría son situaciones de hecho, que 
obligan a un análisis de cada caso. Todos los casos que el señor Diputado mencionó, inevitablemente son 
situaciones judicializables, que no se pueden resolver de otro modo. 


En relación al abuso y al maltrato, al formato de la prueba, etcétera, existían -no he seguido el trámite -en 
esta Comisión numerosos proyectos sobre alguno de estos aspectos que no fue sencillo de implementar. De 
hecho, no llegaron a aprobarse. En realidad, es una cuestión que refiere al tema de fondo en sí mismo y no 
tiene que ver necesariamente con una ley en materia de adopciones. 


Lo que se denomina popularmente como abandono, los casos de gravísima vulneración de derechos de niñas, 
niños y adolescentes y, en particular, del derecho a los cuidados familiares, a vivir en familia, etcétera, 
entendemos que requeriría algunas precisiones. A título estrictamente personal -y exonero a mis dos 
compañeros de Directorio-, creo que sería bueno retomar como base un proyecto presentado en el Período 
pasado, impulsado por las entonces Diputadas Sandra Etcheverry y Beatriz Argimón, que definía con 
bastante precisión el concepto de abandono. Hubo diferencias sobre si eso importaba o no, la pérdida de la 
patria potestad, etcétera, que hicieron que en aquel momento no se pudiera avanzar. Creo que es una muy 
buena base para analizar algunos de esos temas que todavía no tienen una definición conceptual clara. 


Sin embargo, cuando se define que debe adoptarse una decisión, más allá de la medida cautelar, en cuarenta y 
cinco o en noventa días, claramente se está estableciendo que ese es el plazo dentro del cual debe tipificarse 
si hay una situación de adoptabilidad o no. Este es un cambio muy grande en la legislación uruguaya que va a 
tener incidencia sobre muchas otras áreas. De algún modo, claramente ahí hay una tipificación del tiempo de 
abandono. Esto va a tener incidencia en muchas otras áreas del Derecho y, en particular, en varias de las 
definiciones del Código Civil y del Código de la Niñez y de la Adolescencia. 


Esta solución no solo nos parece buena, con las eventuales modificaciones que recién planteábamos, si no 
que, además, diría que hemos impulsado fervientemente que se vaya en la línea de lo que estos dos proyectos 
en esencia plantean. Obviamente, exige de parte de las instituciones un trabajo mucho más ágil del que se 
utiliza actualmente. La necesidad de lograr que el proceso se concentre en un lapso breve y que las 
situaciones también se resuelvan en un lapso breve, es absolutamente notoria en esta materia. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, respecto a la tipificación del abandono, el proyecto no innova, 
pero al imponer cuarenta y cinco y noventa días para resolver la condición de adoptabilidad apresura 
los tiempos y permite una resolución más expedita. 


En segundo término, en cuanto a que no se acepte como excusa para el Juez el hecho de no resolver por falta 
de los informes técnicos, eso facilita y elimina uno de los problemas. En tercer lugar, cuando no estén los 
informes por otras causas, por ejemplo por licencias de los Magistrados o situaciones de acefalía, el 
mecanismo de poner al magistrado en situación de tener que resolver va en la dirección de eliminar ese cuello 
de botella, aunque, como aquí se admitía, debería buscarse algún otro mecanismo que clarificara el tema. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Respecto al artículo 132.3, no encontramos diferencias, pero casi como una 
exquisitez técnica nos parece que la definición de la condición de adoptabilidad no debería estar 
incluida o definida allí, sino que debería ser colocada en otro artículo donde se habla precisamente de 
la adopción. En este caso, se habla genéricamente de la resolución final, que puede incluir el inicio de 
un proceso de adopción, o no. Más adelante diremos dónde nos parece que quedaría mejor incluido 
este artículo. 


En el artículo 132.4 se señala la prohibición de la entrega o la tenencia con fines de adopción mediante 
escritura pública y en el otro proyecto, eso que es un artículo separado en el repartido 805, en el repartido 808 
es parte del primer inciso de un artículo más largo que coincide, en este caso, con el artículo 132.5 del 
repartido 805. Nos parece correcto separar ese primer inciso en el caso del repartido 808 y hacerlo un artículo 
separado. En segundo lugar, entendemos que la redacción dada en el repartido 808 es superior que la que trae 
el repartido 805. Esto ha sido parte de las discusiones que últimamente ha tenido este tema. 


Queremos aclarar expresamente que, en nuestra opinión -cualquiera de las dos redacciones, pero en particular 
la del Repartido N* 808, que consideramos que está mejor redactada y conceptualizada más claramente-, lo 
que se señala es cuáles son los casos en los que el tribunal puede apartarse de la selección que realice el 
equipo técnico del INAU en función, obviamente, de la existencia del Registro Único de Aspirantes a la 
Adopción y, a su vez, en qué casos el propio INAU puede apartarse de las normas vinculadas a la existencia 
del Registro General de Adopciones. Si bien eso no queda completamente claro, en la redacción de los dos 
artículos, queda claro que estos elementos también permitirían al INAU separarse del Registro Único de 
Adopciones. Esta no es ninguna innovación sino que es lo que se ha hecho en todos los casos. Ha habido 
estudios efectivos de los vínculos y se asesora al magistrado respecto de si esa es la mejor situación o no, en 
los casos en los que eventualmente hubiere permanencia de un niño, niña o adolescente, por ejemplo, en una 
familia de acogimiento. Por ende, nos parece más que correcto que esta definición se plasme y reiteramos 
que esto está mejor fundado y desarrollado en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 132.4 del 
Repartido N* 808. Para tal afirmación incluimos, además, el hecho de que en el inciso final del artículo 132.5 
del Repartido N* 805 no se exige el informe del Instituto, lo que no nos parece lo mejor en estos casos. 


Por otra parte, en el tercer inciso del artículo 132.4 del Repartido N* 808, una vez más creemos que hay que 
cambiar la letra "o" por la letra "y" en la frase que dice: "[...] En estos casos se requerirá, a criterio del 
Tribunal, informes sociales y psicológicos del INAU o de equipos técnicos del Poder Judicial [...]". En 
nuestra opinión, debería decir "y de equipos técnicos del Poder Judicial". Luego el texto prosigue señalando 


cuáles serían, eventualmente, tales equipos. 


Hay algo que no dijimos por una razón elemental y es la siguiente. No hicimos una especial introducción en 
el tema, fundamentalmente, en atención a vuestro tiempo y a que existían numerosas delegaciones que serían 
recibidas en el día de hoy, pero lo cierto es que, obviamente, el principio general de encontrar una familia 
para un niño, niña o adolescente y no un niño, niña o adolescente para una familia es el elemento vertebral de 
absolutamente todos los planteos que en esta materia deben hacerse. Por ende, también es el elemento 
fundamental de interpretación que en esta materia debe utilizarse. 


En el artículo 133 "Separación definitiva" no encontramos diferencias entre ambos proyectos y 
sustantivamente estamos de acuerdo con ellos. 


En cuanto al 133.1 "Procedimiento y competencia de la separación definitiva", en principio, tampoco 
encontramos una diferencia sustantiva y no tenemos objeciones a plantear. 


Con respecto al artículo 135, nos parece que la redacción del inciso tercero del artículo 135 del Repartido N* 
808 es mejor que la otra. Sucede que por una serie de razones se menciona la palabra "pareja", pero en 
realidad no necesariamente tienen que serlo. Además de eso y si bien, en líneas generales, las diferencias 
entre ambos proyectos no son esenciales, por una cuestión de unidad con la ley de adopciones, preferiríamos 
mantener la redacción que está en el inciso tercero del artículo 135 del Repartido N* 808. 


En los artículos 136 y 137 no hemos encontrado diferencias y, además, nos parecen correctos por lo que no 
tenemos objeciones ni planteos a realizar. 


En cuanto al artículo 138, hay diferencias entre los dos proyectos. Francamente, lo que se plantea en el tercer 
inciso de ese artículo del Repartido N* 805 no nos parece una solución adecuada. Sinceramente, creemos que 
si no hay adopción, no hay adopción. Además, se habla de "pareja adoptante" y la misma palabra "adoptante" 
sería discutible en esta situación y, obviamente, con el término "adoptado" sucede lo mismo. No logramos 
entender por qué esta disposición está en sede de adopción; a su vez, ante la imposibilidad de la adopción, 
propone una solución casi transaccional, con una tenencia o con una tutela. Francamente nos parece que no 
es una solución correcta y, por ende, abogaríamos por su eliminación. Lo mismo ocurre con el inciso final del 
artículo 138 del Repartido N* 808, que dice: "Esta condición no restringirá los derechos del adoptado en la 
familia adoptiva; en principio, todas las adopciones serán plenas. Si los vínculos afectivos que se mantienen 
con la familia de origen fueran de tal significación que se considerara lesivo a los derechos del niño, niña o 
adolescente el desplazamiento de su estado civil de origen y la inserción en un nuevo estado civil, podrá el 
Juez desestimar la pretensión de adopción plena, disponiendo la adopción con efectos limitados". Si los 
vínculos con la familia de origen son altamente significativos, lo que no puede ocurrir es que haya una 
adopción. Podrá haber otras soluciones, pero esto de distinguir entre adopción plena y adopción con efectos 
limitados retrotrae a un debate que en su momento existió -supongo que se va a volver a plantear- con lo que 
se denominaba adopción simple. No es exactamente eso lo que se está proponiendo acá, pero reinstala el 
concepto de dos tipos de adopciones, con efectos distintos. No necesariamente tenemos la misma opinión -la 
vamos a adelantar en algunos artículos más adelante-, pero nos parece que la solución propuesta en el artículo 
138 de los dos proyectos, que tienen redacciones distintas pero persiguen las mismas finalidades -más allá de 
que no solo las redacciones sino también las soluciones no son necesariamente idénticas-, introduce un 
elemento inclusive de confusión en la línea general del desarrollo del proyecto de ley. 


Con relación al artículo 139 de los dos proyectos, no tenemos mayores comentarios para hacer; estamos de 
acuerdo con los términos de ambos. 


En el artículo 139.1, "Adopción con efecto limitado", en principio cabrían los mismos comentarios que sobre 
el inciso final del artículo 138, sin embargo, aquí se pretenden resolver situaciones muy particulares que 
válidamente pueden presentarse. Por este motivo, en principio, no sin muchas dudas, sugeriríamos que se 
mantenga el artículo en los dos proyectos, pero con el siguiente cambio, que nos parece fundamental: que el 
derecho de solicitar la revocación de la adopción por motivos graves solo pueda ser un derecho del adoptado. 
No debería ser un derecho del adoptante, porque en ese caso estaríamos -para decirlo muy sencillamente- 
habilitando a que se diga: "Hoy te elijo, mañana no me gusta cómo te portaste y te cambio". Con relación al 
adoptado sí se puede pensar que existan algunos motivos graves que lo lleven a pretender no mantenerse en 
esa condición de tal. Planteamos que lo haríamos no sin dudas y que estaríamos de acuerdo porque, en 
realidad, en este caso lo que se hace es, desde el punto de vista de la prestación de alimentos, de los derechos 
hereditarios, etcétera, agregar derechos al adoptado. Aclaro que no es la situación de la adopción simple 
porque, si bien va a ser llamado a heredar en un orden distinto, en función de los artículos 1027 y 1028, tiene 
un estado civil previo que le permite ser llamado, eventualmente, a heredar en el orden preferencial que su 
condición de hijo o de hija le acuerda. Esta es una diferencia absolutamente sustancial con el régimen de 
adopción simple que estuvo vigente en el Uruguay hasta su derogación por la Ley_N* 18.590. 


En definitiva, nos parece que debería eliminarse la posibilidad de que el adoptante pueda revocar la adopción 
y que se debería conceder ese derecho, en exclusividad, al adoptado o a la adoptada. 


Desde este artículo que analizamos hasta el final, no encontramos diferencias sustantivas entre ambos 
proyectos; estamos de acuerdo con las soluciones que en los dos se plantean 


Desde el punto de vista del análisis del proyecto, por el momento es todo lo que teníamos para aportar. Esto 
de ir haciendo comparaciones entre ambos proyectos dificulta un poco el orden de la exposición, pero 
intentamos analizar ambas iniciativas con la mayor profundidad posible. 


SEÑORA ALONSO.- Quiero agradecer, especialmente, al Directorio del INAU. Los comentarios y las 
sugerencias que expresó el Presidente de la Institución me dan tranquilidad en el sentido de que el 
trabajo que realizamos el año pasado en esta Casa, con mucha responsabilidad y compromiso, los 
integrantes de todos los partidos políticos, junto con el INAU, con las autoridades del Poder Judicial y 
con especialistas en Derecho de Familia, buscando modificar la ley de adopciones, no ha sido en vano. 


Las sugerencias que realizó el Presidente del INAU confirman que está de acuerdo con el proyecto en el que 
trabajamos todos los partidos políticos -precisamente, es el INAU el que debe ejecutar y hacer uso de esta 
ley-, que pretendíamos que fuera aprobado con mayor celeridad. Si en algo somos contestes en esta Casa y, 
especialmente, quienes integramos esta Comisión, es en que se necesitan respuestas urgentes; teniendo en 
cuenta los casos que tiene el INAU sobre la mesa, se necesitan respuestas más que urgentes. 


Quiero hacer una puntualización sobre un tema de fondo, seguramente filosófico e ideológico -aspectos que 
no trataremos aquí-, que tuvo su larga discusión cuando se estableció la modificación al Código de la Niñez y 
la Adolescencia y cuando se trató la Ley_N” 18.590, en el año 2009, que el Presidente del INAU conoce muy 
bien porque fue uno de los principales protagonistas de esa norma y, si no me equivoco, fue su miembro 
informante. El Presidente del INAU expresó que el que lleva adelante todo el proceso es el Poder Judicial. 
Diferimos profundamente con ese concepto, porque a partir de la nueva ley, todo el proceso lo hace el INAUÚ. 
El INAU debe informar al Juez y, como se ha dicho por parte del Poder Judicial, de la Cátedra de Derecho y 
de los propios Magistrados -consta en las versiones taquigráficas de las reuniones en la que se discutió esta 
norma en la Cámara de Representantes y en el Senado-, a partir de la nueva ley, no ha quedado muy claro 
cuáles son las competencias del Juez; es más: este no se puede apartar de lo que establece el INAU, si no lo 
hace fundamentando. Asimismo, si quiere dar vuelta una decisión, no lo puede hacer así nomás, como quedó 
claramente demostrado en muchísimos casos que han ocurrido después de la promulgación de la ley. Tengo 
una diferencia claramente conceptual con respecto a ese aspecto, porque el INAU -a diferencia de lo que 
expresan sus autoridades- no ejecuta; el INAU falla, sentencia, porque es el que determina quién va a ser la 
familia adoptante. 


Hoy nos hemos reunido para analizar las modificaciones a una ley que las necesita, pero el proyecto que 
presentamos para estudio de la Comisión -que esperamos que se apruebe cuanto antes- no busca modificar el 
espíritu de la ley, y si bien hay aspectos en los que, obviamente, no nos vamos a poner de acuerdo, buscamos 
encontrar aquellos puntos que nos unen por encima de los que nos separan. Este es el proyecto en el que 
encontramos el mayor consenso posible. 


Por supuesto, todos queremos la celeridad de los plazos, y ahí está el nudo gordiano del problema. 
Lamentablemente, el INAU, adjudica la responsabilidad en ello al Poder Judicial y viceversa, pero quienes 
pagan el pato son los niños que siguen institucionalizados. Así como tuvimos un caso que estalló frente a la 
opinión pública el 2 de febrero, cuando el INAU concurrió a la Comisión Permanente, hoy tenemos el caso 
de dos niños, en Mercedes, con características similares. Cuando se habla de resguardar los lazos, altamente 
significativos, con la familia de origen, en el caso de Mercedes -sobre el cual consulto, al margen de las 
modificaciones al proyecto de ley que tenemos a estudio- me gustaría conocer la respuesta del INAU; este 
caso tiene gran relevancia, porque entendemos que se vuelven a vulnerar y a desconocer los derechos de los 
niños, porque, precisamente, el INAU no informa la relación con la familia biológica, y hay una relación 
altamente significativa. Queremos conocer la opinión del INAU al respecto. Sabemos que ha enviado una 
Procuradora al departamento de Mercedes, pero queremos saber cuáles serán los pasos a seguir. 


Vuelvo a mencionar lo que dije al principio: me genera tranquilidad que ese trabajo que se realizó el año 
pasado, con especialistas, hoy se vea cristalizado en este proyecto, que esperamos que se resuelva de la 
manera más rápida posible. Cada día que pasa, es otro día en el que los niños siguen sin encontrar una 
familia, que tienen derecho a tener. La ley resolvió muchos problemas, pero creemos que hay muchísimos 
otros que siguen sin resolverse. 


En cuanto a los plazos de cuarenta y cinco y noventa días, hay una alta responsabilidad por parte del INAU 
en no encontrar una respuesta en esos plazos. Por supuesto, todos conocemos experiencias que podemos 
mencionar, pero no es del caso hacerlo en el día de hoy. Simplemente, entendemos que esto se debe resolver 
de la manera más eficiente posible. Muchas veces, nos encontramos que más allá de una ley, estamos ante 
una burocracia impersonal, lamentablemente. Creo que el INAU debe seguir manejando esto, pero de manera 
diferente, porque se está perjudicando claramente el interés del menor y se desalienta a las familias que, en 
muchos casos, han amparado a esos niños durante años. Este año se han presentado casos que muestran 
claramente que niños con algunos días de vida han permanecido durante dos o tres años con familias 
cuidadoras, de acogida, cuando el plazo era de cuarenta y cinco o noventa días. No hay dos opiniones al 
respecto. Se trata de niños que han permanecido tres años o más con familias cuidadoras cuando el plazo 
establecido era de cuarenta y cinco o noventa días. Eso es inadmisible, que no podemos permitirnos como 
Estado ni como institución. Esa también es una responsabilidad que asumo, y es una tarea a la que me he 
abocado durante un año y medio de trabajo, tratando de encontrar una solución, conjuntamente con el INAU. 
Ese fue el espíritu de las reuniones que se realizaron de manera informal en esta Casa y de manera formal con 
los distintos legisladores. 


Espero que se encuentre una solución definitiva en el menor tiempo posible y que las modificaciones a la ley 
ayuden a encontrar las respuestas que tantos niños siguen esperando y que, lamentablemente, muchas veces, 
no encuentran. En este caso, no alcanzará solo con las modificaciones que podamos realizar a la ley, sino que 
también harán falta modificaciones en la gestión, con resultados diferentes a los que hoy tenemos. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Utilizando palabras que se han expresado, no caben dos opiniones en cuanto 
a que el proceso no lo hace el INAU. Es claro que eso está en el ámbito del Poder Judicial; 
notoriamente. Alcanza con una lectura, ni siquiera en términos técnicos, para poder entender que esto 
es así. Algunas de las opiniones que constan en las versiones taquigráficas que se manejan fueron 
realizadas antes de las modificaciones que se hicieron, precisamente, a partir de esas opiniones. 
También alcanza con una simple lectura para ver qué proyectos se estaban estudiando, cuándo se 
dieron las opiniones que se vertieron y qué ocurrió con posterioridad. El INAU no determina la 
duración de los procesos. El INAU no determina, en síntesis, el tenor efectivo de las resoluciones 
judiciales. Francamente, me sorprende mucho que se maneje lo contrario. No entiendo. La verdad es 
que no lo logro entender, pero en materia de opiniones se pueden tener las que se entienda libremente 
en cada caso. Pero esto es evidente; absolutamente notorio. La única intervención que tiene el Instituto, 
obviamente, son los informes que, en cualquier caso, se le solicitarán o exigirán, y es verdad lo de la 
selección de la familia del Registro Único de Adopciones. 


Cuando existen solicitudes de tenencia, etcétera, el que decide no es el INAU. No podemos entender esto 
porque este hecho es de una claridad tan evidente que no podemos entender cuál puede ser la mínima base de 
sustentación para decir lo contrario. Surge prístinamente de todos los textos jurídicos que tiene nuestro país 
respecto a estos hechos. 


Sobre el caso concreto ocurrido en la ciudad de Mercedes, entre otras cosas, la prensa señalaba que habíamos 
mantenido una conversación con la señora Diputada Alonso, que nunca existió. Luego el Director Ferrando 
se referirá pormenorizadamente a este caso. 


En términos de plazos de mejora de gestión, de integraciones, etcétera, en febrero ya demostramos en nuestra 
presentación que hemos avanzado notoriamente. Esos son números concretos; no hay lugar para ninguna 
interpretación de carácter subjetivo. Son números efectivos, reales. Este año, hasta el momento, el promedio 
de integración nos permite, una vez más, señalar que estaríamos cerrando el año superando muy largamente 
los números del año anterior. Año a año hemos ido logrando mejorar efectivamente la gestión, con un 
esfuerzo inmenso, enorme, en medio -como se señaló- de polémicas provocadas, en donde muchas veces en 
absoluto se toma en cuenta aquello que se dice que se quiere defender, que es precisamente la situación de los 
niños, niñas o adolescentes que están en juego en estos casos. Nosotros tenemos la tranquilidad desde el 
punto de vista técnico y, fundamentalmente, la absoluta tranquilidad de espíritu de los procesos que venimos 
llevando adelante y de la forma en que se han desarrollado. 


Reitero: los plazos de los procedimientos judiciales -pido disculpas por reiterar esta obviedad absoluta- no los 
determina el INAU; no tiene forma de poder hacerlo. Sí es verdad que, precisamente, por esta mejora de 
gestión -que no está solo vinculada al Departamento de Adopciones; esta es una realidad en la que hemos 


tenido que trabajar en situaciones sobre las que hacía muchos años no se venía trabajando-, hoy se resuelven 
situaciones de acuerdo a la ley y al mejor interés para los chiquilines, situaciones que antes no se resolvían. 
Sí, es así, y estamos muy contentos con esto. Y lo vamos a seguir haciendo porque es lo que corresponde, sin 
duda alguna. 


De todos modos, estos temas ya los hemos debatido largamente, pero siempre nos parece que es bueno poder 
hacerlo 


Reiteramos que estamos de acuerdo con las soluciones que están planteadas en estos proyectos porque la 
absoluta mayoría de ellas son las que veníamos trabajando con el Poder Judicial. Afortunadamente, en ese 
trabajo -lo reconocemos especialmente; siempre lo hemos hecho-, la integración de personas vinculadas al 
ambiente académico permitió mejorar, en muchos casos, la técnica de los proyectos e incorporar algunas 
soluciones que efectivamente creemos van en la línea correcta. 


También estamos de acuerdo -por supuesto, con las salvedades que señaláramos- con que estos proyectos - 
con lo que tienen de común y con lo que no lo tienen- se aprueben con la mayor celeridad que este 
Parlamento pueda darle. 


SEÑOR FERRANDO.- En relación a lo planteado con respecto a la situación ocurrida en Mercedes, la 
verdad es que venimos siguiendo el caso y, ciertamente, nos ha causado mucho malestar porque ahora 
no solo tenemos cuidadoras que reclaman, sino también vecinos que dicen que se hicieron cargo de 
niños y su palabra parece que rápidamente se vuelve verdad absoluta, como para que se emitan juicios 
como los que aparecen en la prensa de Mercedes. La señora Diputada señala que es intolerable que se 
dé la misma situación, con dos niños víctimas de lo ocurrido; que el INAU sigue enfocando la situación 
de manera equivocada; que no aprendió de los errores del pasado, y que debería proteger a esos chicos 
que tienen una abuela materna que los visitaba y un matrimonio con hijos propios que le habían dado 
todo para sentirse en familia. Realmente, no sé si admirar la capacidad de diagnóstico y de valoración 
de las situaciones, porque con algunas llamadas telefónicas y algún testimonio de un periodista se 
termina haciendo un estado de situación que vale más que lo que dice el Juez o lo que informan los 
técnicos o cualquier otro experto. 


Creo que estamos frente a una discusión inútil con respecto a la ley si los juicios en los que nos vamos a 
basar son los que surgen de impresiones que se recogen de algunos periodistas o de alguna persona en forma 
aislada. El INAU está totalmente al tanto de esa situación que conocemos hace tiempo. 


SEÑORA ALONSO.- Quisiera aclarar especialmente que, en el caso de Mercedes, no hablo en función 
de declaraciones de prensa, sino de expedientes de la propia justicia. En ellos hay declaraciones y una 
denuncia por parte de la abuela materna a la Jefa Departamental, Helen Ducer, debido a la 
prohibición de que ella pudiera ver a sus nietos, a los que visitaba asiduamente. 


Tengo la documentación relativa a las visitas permanentes de la abuela materna a la casa de la cuidadora 
Mendieta desde el 2 de octubre de 2010 hasta el 14 de marzo de 2012. Luego de esta última visita, la 
cuidadora, basada en la orden de la Directora Helen Ducer, le prohíbe la visita a sus nietos; por ello la abuela 
realizó la denuncia y hubo una declaración del Juez estableciendo un régimen de visitas porque tiene derecho 
más que suficiente para seguir realizándolas. 


De manera que no hablo en función de declaraciones ni de llamadas telefónicas, sino de elementos claros de 
la Justicia. 


SEÑOR FERRANDO.- Lamentablemente, se reitera la mala información. 


La mamá de estos niños falleció; la abuela los visitaba con cierta periodicidad y en ningún momento se le 
negó la visita; sí se le planteó que había una resolución judicial de adoptabilidad de los dos hermanos. 
Entonces aparece un vecino que con anterioridad había expresado que quería hacerse cargo de uno de ellos y 
una solicitud de tenencia que fue resuelta por el Juez el 27 de marzo. Hubo una audiencia en el Juzgado de 
Mercedes para considerar estos planteos de la abuela en relación a la tenencia y al régimen de visitas. La 
pareja que viaja a Mercedes -que tuvo que sufrir una horrible y lamentable presión de múltiples actores que 


trataban de evitar que la resolución de adoptabilidad se concretara- fue seleccionada del Registro de 
Adoptantes, como indica la ley, y tiene la totalidad disposición de integrar a los dos hermanos -inclusive uno 
que, curiosamente, quedaba de lado por padecer problemas de salud- y acepta expresamente -como 
corresponde y como indica la ley- un sistema de visitas para la abuela. Es decir que es una pareja 
seleccionada, pero no la primera de la lista. En esta situación de dos hermanos -uno de ellos con un problema 
de salud- y con un familiar referente, que es la abuela, la pareja acepta esas condiciones que son parte del 
proceso de integración. 


La adoptabilidad la resuelve el Juez porque el familiar más cercano, que es la abuela, realmente no reúne las 
condiciones para darles el cuidado y la atención necesarias. 


Ahora resulta que, además de preocuparnos de que a alguna cuidadora se le ocurra adoptar, debemos ver si a 
algún vecino se le ocurre hacerlo y tenemos que darle preferencia porque dice que tiene vínculos 
significativos. La investigación que estamos haciendo es para recabar testimonios de todos los actores 
involucrados y no para revisar -como se dijo en la prensa- si la adopción fue bien hecha o si hubo 
irregularidades. No las hubo. La única irregularidad posible desde el punto de vista administrativo del INAU 
sería que los niños -alguno de ellos, al menos- en lugar de estar bajo la atención de la cuidadora, hubieran 
estado con otra familia. Sin embargo, ello nunca fue informado. La cuidadora nunca nos informó que un niño 
hubiera estado a cargo de otra familia y nosotros tampoco teníamos esa información. Eso es lo que está 
investigando la Dirección Jurídica del INAU desde que supimos a través de una periodista de una posible 
denuncia en cuanto a que se estuviera dando esta situación. 


De modo que hubo un claro conocimiento de la situación de la abuela, se entregaron informes al Poder 
Judicial en cuanto a que entendíamos que no estaban dadas las condiciones para que la abuela pudiera 
hacerse cargo y un Juez decidió dar el niño en adopción. Cuando se resolvió la entrega en adopción, se 
realizó el trabajo de identificar a una pareja que asumiera a ambos hermanos y el régimen de visitas. 


SEÑOR BANGO.- Quiero dejar una constancia. 


No he querido interrumpir la alocución de las autoridades del INAU en virtud de que, como fueron 
consultados por un tema puntual, tuvieron que dar una respuesta. 


Simplemente, esto está absolutamente fuera del tema de la convocatoria y esperamos que esta derivación de 
la discusión sobre un hecho puntual no impida atender a todas las delegaciones porque después nos 
quedemos sin quórum o que podamos cumplir con el cronograma de trabajo. Como bien se dijo aquí, todos 
estamos muy comprometidos con la celeridad de este proceso y estas cuestiones distraen la concentración y 
la velocidad que damos al estudio de este proyecto. 


Si bien el tema que se plantea a todos nos preocupa, no tiene que ver con los proyectos de ley en 
consideración, ni siquiera como ejemplo. 


La exposición del Directorio sobre el articulado había finalizado y exhorto a la Presidencia que mantengamos 


el foco sobre los artículos y la comparación de los proyectos presentados a fin de terminar el trabajo lo antes 
posible y poder remitirlo al plenario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Doy por descontado que la señora Diputada Alonso trajo el tema a colación 
porque creyó que estaba vinculado al tema; cada legislador hace uso de la palabra de acuerdo a su leal 
saber y entender. 


De todos modos, se acepta la sugerencia del señor Diputado Bango. 
SEÑOR BANGO.- Mi opinión no pretende ser la verdad revelada. 


SEÑORA ALONSO.- De ninguna manera es mi intención enlentecer ni sacar de tema a la Comisión ni 
al Directorio del INAU, que tiene grandes responsabilidades fuera de este recinto. 


Es cierto que vivimos acelerados, pero debemos tomar en cuenta la importancia y la trascendencia de este 
tema. Cada minuto que nos tomamos aquí seguramente pueda favorecer o perjudicar a muchos niños que no 
tienen la posibilidad de saber cuál es su destino. Y ¡vaya si tendrá relación este tema que he traído a colación! 
Porque una de las propuestas que hicimos en varias oportunidades -y que hoy se trató- tiene que ver con que 
la ley debe establecer lo más claramente posible -hoy lo decía el señor Presidente del INAU, quien expresó 
que tiene tranquilidad de espíritu, de lo que soy consciente y no tengo ninguna duda -que a la hora de decidir 
quién será la familia adoptante -que la tiene el INAU- lo primero debe ser respetar el derecho del niño de 
incorporarse a la familia más adecuada a sus necesidades. ¡Vaya si el tema al que hacíamos referencia tendrá 
relación! Porque la ley no es un abstracto, no es letra muerta, sino que refiere a casos concretos y los resuelve 
o los complejiza. No podemos hablar de una ley colgada y no referirnos a casos concretos. 


¡Vaya si este tema tendrá relación! Que no tengamos ganas de tomarnos tiempo para analizarlo es otro 
asunto. Que la Comisión quiera resolver otros problemas será objeto de otra discusión, pero ¡vaya si este 
tema tiene relación! Aquí están presentes las autoridades del organismo que tiene la responsabilidad primaria 
de velar por la protección de los derechos de los niños, y estamos discutiendo una modificación al Código de 
la Niñez y la Adolescencia que resuelve estos casos concretos o los complejiza, como lamentablemente está 
pasando hoy. 


¡Vaya si este tema tendrá relación! Si lo hubiéramos resuelto en tiempo y forma -como lamentablemente no 
se pudo hacer porque la bancada oficialista se empecinó en presentar un proyecto que es copia casi burda del 
que presentamos el año pasado-, hoy no lo estaríamos discutiendo nuevamente. Porque este tema se discutió 
en el año 2009 y esto parece un volver atrás a discutir exactamente lo mismo, cuando podríamos habernos 
puesto de acuerdo. 


El Presidente del INAU decía en su comparecencia en la Comisión Permanente -al igual que el señor 
Ministro Olesker-, que estábamos en más de un ochenta por ciento de acuerdo en las modificaciones que 
teníamos que hacer. Por lo tanto, podríamos haber evitado esta situación por la que hoy debemos recibir 
varias delegaciones que seguramente dirán exactamente lo mismo que hemos escuchado durante todos estos 
años. 


¡Vaya si este tema tiene relación! Podríamos haber resuelto -como hoy se mencionaba- que cuando un niño 
está incorporado a una familia y ha generado vínculos altamente significativos, se le dé prioridad a ella, 
independientemente de si está o no en el Registro Único de Adoptantes; esto es de sentido común, de 
sensibilidad humana. Y en este caso me saco el traje de legisladora y hablo como ciudadana y como mamá, 
especialmente como mamá, porque todos quienes somos padres conocemos lo que implican los vínculos 
altamente significativos no de uno o dos meses, sino de dos años. Los niños de Mercedes tenían una relación 
que por supuesto habrá que investigar -me alegro que el INAU lo esté haciendo-, pero seguramente 
habríamos podido evitar lo que hoy están sufriendo estos niños, al igual que lo que está sufriendo esa niña 
cuyo caso se conoció en los primeros días de enero, y como seguramente podríamos evitar los próximos 
casos que se van a seguir dando si no solucionamos esto acá. Por eso me parece que los aceleramientos que 
tenemos por resolver otros temas, seguramente pueden tener importancia, pero esto, desde mi punto de vista - 
es una opinión personal-, tiene alta prioridad. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Con respecto a si estamos o no dentro del tema de la convocatoria, queremos 
dar total respaldo a la señora Diputada Alonso porque creemos que la casuística en el análisis de un 
proyecto de ley es altamente beneficiosa, ilustra y permite analizar si la iniciativa está resolviendo los 
temas concretos de la realidad a los que apunta. En ese sentido, consideramos que se está dentro del 
tema y se hace bien en traer la casuística a la discusión de un proyecto de ley. 


Con respecto a los plazos, no de otros proyectos, sino de este, es obvio que estamos ajustados, y en ese 
sentido también pedimos la comprensión de la señora legisladora para ser concretos y breves. En lo demás, 
cada cual ha dado su opinión personal, pero en este aspecto queríamos señalar que es de recibo el 
planteamiento de casos concretos que ha hecho la señora Diputada Alonso. 


SEÑOR BANGO.- Nuestra fuerza política fue aludida en la intervención de la señora Diputada Alonso 
por lo que nuevamente queremos dejar constancia en la versión taquigráfica de que valoramos 
muchísimo la iniciativa que tuvo el Senador Solari de convocarnos a un grupo informal que trabajó 
duramente, del cual participamos todos los partidos, con técnicos responsables, juristas, académicos y 


el Directorio del INAU -a título informal-, lo que implicó un proceso muy productivo. Una vez 
terminado el trabajo -que se extendió por aproximadamente tres meses- se dio lugar a las consultas del 
caso en las distintas fuerzas políticas. Cada una de ellas se toma los tiempos que considera pertinentes 
para resolver y puede hacer la apreciación que quiera sobre los plazos en que define el tratamiento de 
determinados temas y sus opiniones sobre los proyectos. Nuestra fuerza política analiza con seriedad 
los temas -es nuestra costumbre- y una vez que termina -en el error o en el acierto- define un curso de 
acción y una opinión terminante sobre los proyectos, aunque siempre abierta a sugerencias. Por eso 
cuando se intenta adjudicar a una fuerza política determinados hechos -que lamentablemente dieron 
lugar a un circo político del cual no participamos en el mes de enero y parte de febrero- y atribuir una 
supuesta dilatoria, en este caso particular al Frente Amplio, lo rechazamos profundamente porque es 
como pensar que las modificaciones eventuales que pueda tener del Código Penal, que está a estudio de 
esta Comisión, dependerán de que sucedan o no ciertos acontecimientos en el país, y sostener que eso 
podría ser imputable al trabajo de tal o cual partido, o a las dilatorias o consultas que quiera efectuar. 
Eso no resiste el menor análisis, ya que nuestro espíritu es el de obtener el máximo consenso, como lo 
hemos procurado siempre. El Frente Amplio presentó su proyecto primero. Y el problema no es si se 
presentó en primer o en segundo lugar porque los proyectos tienen como base común un trabajo 
multipartidario y, por lo tanto, después de adoptada la definición política no se generan mayores 
problemas o dilaciones en los plazos. Lo que genera dilaciones es, en nuestra opinión, el intento de 
construir hechos políticos alrededor de un tema que requiere la mayor seriedad, profundidad y 
celeridad posible en términos de su resolución. 


Por lo tanto, no admitimos que se le adjudique a esta fuerza política la dilatoria y la generación de algunos 
hechos que lamentablemente suceden en la sociedad. Ojalá podamos resolver el tema lo más rápidamente 
posible atendiendo al interés que todos decimos querer defender, y no tengo por qué ponerlo en duda -aunque 
a veces a uno se le generan dudas-, que es interés superior de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. 


SEÑORA TOURNÉ.- Simplemente quiero hacer una aclaración. 


Creo que menudo favor le hacemos a los niños y niñas que todos creemos defender si seguimos estos debates 
que realmente me hacen acordar a aquello de quién llegó primero, quién es más crac, quién es el que más se 
preocupa por los niños. Yo no estoy aludiendo a nadie; estoy diciendo mi sensación. ¡Muy poco favor se 
hace! Uno puede hacer varias interpretaciones sobre lo que sucede en este ámbito; no es el mejor estilo para 
trabajar. Es verdad que tenemos un 80% de acuerdo. Caminemos en ese sentido, colaborando todos. Si vamos 
a interpretar quién es el que tiene más sensibilidad o capacidad para trabajar en este tema y, entonces, resulta 
que hay que ser madre, quedamos muy pocos en esta Comisión, y se trata de un tema que es de interés 
político y de todos. Como hemos hecho en tantas oportunidades en esta Comisión, es bueno que trabajemos 
con ahínco para sacar los artículos del proyecto y, en este momento, que escuchemos rápidamente a las 
delegaciones, que tienen un atraso de más de una hora por discusiones intestintas. En esta Comisión, señor 
Presidente, no se suele discutir ni interpretar intenciones. Es un estilo; capaz que se terminó. De todas 
maneras, siempre nos hemos movido así cuando recibimos delegaciones; simplemente intercambiamos 
información. En ese sentido, por más que yo interprete algunas coincidencias maravillosas que se dieron en 
este ámbito, la Diputada tiene derecho a preguntar lo que le interesa, pero me parece que no se debe discutir 
con la delegación. Nunca se ha hecho. Luego de la información, tenemos todo el derecho a discutir, con todas 
las pasiones que queramos 


Pido que retomemos el espíritu histórico de trabajo de esta Comisión porque eso es lo único que va a 
demostrar si efectivamente queremos avanzar en el tema. Lo hemos hecho en mucho y tenemos una cantidad 
de coincidencias. Hemos aprobado proyectos por unanimidad. Espero que podamos hacerlo prontamente con 
este, ya que parece que está todo dado. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- En la misma línea que la señora Diputada Tourné, me parece que la 
sesión de hoy tuvo una primera parte muy interesante, a cargo del señor Presidente del INAU, en la 
que claramente se profundizó el trabajo, artículo por artículo, del proyecto que nos ocupa. Con 
relación a la segunda parte, ese llamado de atención que hace la señora Diputada Tourné también 
corresponde hacerlo al Director del INAU que, ante la inquietud de una legisladora, contesta con 
calificaciones, juicios de valor e interpretaciones de prensa. 


En esa misma línea, que es la que ha mantenido la Comisión de trabajar y llevar adelante un trabajo de 
consulta cuando vienen las delegaciones, quiero dejar establecido que tampoco ayudan expresiones como la 
de "circo político" que hizo el señor Diputado Bango, quien reclama que vayamos al tema, pero hace un 
juicio de valor que no podemos dejar pasar por alto. Si nos ponemos a hablar de circo político, podemos estar 
días acá adentro discutiendo, y ese no es el fin. Vayamos por aquellos elementos en los que coincidimos. 


Creo que la primera parte de la intervención ha sido muy productiva. Como dijo el señor Diputado 
Cersósimo, hay determinados ejemplos que sirven para la legislación que tenemos que llevar adelante. 
Vayamos a lo que nos pone de acuerdo y trabajemos en ese sentido. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Voy a hacer caso a los últimos planteamientos y, por ende, no voy a realizar 
ningún comentario más sobre algunos de los temas que fueron tocados anteriormente. 


Reitero el agradecimiento y nuestra absoluta disposición a continuar trabajando en este tema, a efectos de 
poder mejorar la legislación vigente. Sí tenemos la necesidad de dejar planteado que en nuestra opinión, en la 
de nuestros técnicos y también por las conversaciones que hemos mantenido con integrantes del Poder 
Judicial, las modificaciones que están planteadas en la legislación no afectaron situaciones que se vinieron 
planteando. Obviamente, esto puede resultar opinable, pero nos parece fundamental dejar planteada esa 
conclusión a la que hemos arribado, habiendo estudiado mucho y muy a fondo los proyectos que teníamos a 
consideración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de la delegación y la información que nos 
ha brindado. 


Considero que todos los que han hecho uso de la palabra, lo hicieron dentro de sus atribuciones, sin desviarse 
del tema, creyendo que en su legítimo derecho podían tratar los asuntos que quisieran, calificar y adjetivar las 
intervenciones de otro. La Presidencia, simplemente, mantiene el orden, de acuerdo con las solicitudes. 


(Se retiran de Sala las autoridades del INAU) 


(Ingresa a Sala una delegación del grupo de cuidadoras y ciudadanos en conflicto judicial con INAU por 
adopciones) 


——— La Comisión recibe con mucho gusto a la delegación encabezada por el doctor Sergio Rodríguez 
Heredia; las señoras Irene Cánepa y Carla Márquez, y el señor John Gallo. 


SEÑOR RODRÍGUEZ HEREDIA.- Agradecemos la invitación de la Comisión; para nosotros es un 
inmenso honor. 


Soy abogado y represento a cuatro o cinco casos puntuales de cuidadoras u hogares de acogida del INAU que 
han tenido diferencias de interpretación en cuanto a las normas vigentes del Código de la Niñez y de la 
Adolescencia; por eso se ha planteado la problemática. 


Es de conocimiento público la existencia de dos proyectos a estudio de las Comisiones, con estado 
parlamentario. De acuerdo con la lectura de los dos proyectos, las diferencias sustanciales que he encontrado 
son mínimas. En mi modesta opinión -no soy especialista en la materia; si bien ejerzo la docencia en 
Facultad, no lo hago en esta materia-, hay dos diferencias sustanciales que habría que salvar de algún modo. 
Más adelante voy a desarrollar cuáles son. 


Para hacer este informe tuve presente la redacción vigente del Código de la Niñez y la Adolescencia, los dos 
Repartidos, el N* 805 y el N” 808, que es la forma en que identifico los dos proyectos en este Informe, la 
Convención Universal de los Derechos del Niño y del Adolescente que es ratificada y con fuerza vinculante 
para nuestro país, es decir, de carácter obligatorio; directrices de Naciones Unidas para el cuidado alternativo 
de niños aprobados por la Asamblea General en 2009. Este último es un instrumento que, si bien no tiene 
carácter vinculante, es bien importante tenerlo presente porque representa una opinión de doctrina de gran 
autoridad porque emana del organismo rector a nivel mundial -por decirlo así- de los intereses de la niñez. Y 
por último, algo que me pareció, además de pertinente, bien interesante que es el anteproyecto del código 


civil y comercial de la República Argentina, presentado hace poco más de cuarenta días por la Presidenta 
Cristina Fernández y elaborado por prestigiosos juristas, entre ellos, ni más ni menos, el Presidente de la 
Suprema Corte de la Nación Argentina, Ricardo Lorenzetti, Aída Kemelmajer y Elena Highton. 


Voy a desarrollar el informe. 


En principio, hay algunas coincidencias: los artículos que se proponen modificar son los mismos en ambos 
proyectos. Hay catorce disposiciones que se pretenden modificar, que están en los acápites de cada uno de los 
Repartidos y son los mismos. Incluso, hay coincidencias hasta en la derogación. En los dos artículos se 
pretende derogar el artículo 146. También hay coincidencias en la vigencia de la ley, que es vigencia 
inmediata. 


Quisiera hacer comentarios sobre los artículos de ambos proyectos, en los que no hay diferencias de texto y 
ellos son: 132, 132.2, 132.3, 133, 135, 137, 139, 139.1, 140, 142, 147, 148 y 151. En estos artículos no hay 
diferencia; lo único que hay que hacer es ensamblarlos al Código de la Niñez y de la Adolescencia actual. 
Podemos decir que si se votaran hoy, se podrían aprobar porque no hay diferencias. La diferencia radica en 
cuatro o cinco artículos que los dejamos para lo último. 


En el artículo 132 hay una diferencia de terminología. En el Repartido N* 805 se señala que en ambos casos, 
"(...) a los efectos de dar cumplimiento a lo que dispone el artículo siguiente (...), me parece que es de sentido 
común, pero lo que abunda no daña; no existe discordancia ni diferencia de opinión con la presencia de ese 
agregado. 


Existe un mayor nivel de detalle en la norma vigente. 


Me parece conveniente establecer el carácter de falta grave en el caso de los funcionarios de servicios 
asistenciales -refiero a las maternidades-, sean públicos o privados, cuando llega una mamá, con un gran 
desapego por ese niño que está por nacer, con la decisión firme y decidida de entregarlo en adopción y 
muchas veces -no digo que se apoya ni que se promueve- se abre el camino a entregas directas, que es lo que 
el Código de la Niñez y de la Adolescencia quiere evitar y esta ley sigue queriendo evitar. Así se abre el 
camino a entregas directas a través de vínculos conocidos que sirven como puente o vínculo intermedio. Dejo 
en claro que no estoy abriendo dudas sobre la posibilidad de que medie dinero; no, nada de eso. Simplemente 
quiero decir que a veces esas situaciones se posibilitan a través de funcionarios de los servicios asistenciales 
en donde se producen los nacimientos. Entonces, ya que agravamos las consecuencias que tienen las 
omisiones y los errores de funcionamiento a nivel administrativo del INAU y judicial, ¿por qué no hacerlo en 
esta instancia cuando la mamá, de pronto, está en una situación de separación y no tiene apoyo familiar, ni de 
sus padres, ni de tíos ni de hermanos, y necesita más protección, y se ve la posibilidad por parte de los 
funcionarios de los servicios asistenciales de abrir caminos o de recibir propuestas para dar al niño en una 
entrega directa, que es lo que los proyectos pretenden evitar e incluso lo pretente la ley vigente? 


El artículo 132.2 es el que establece estos plazos escuetos de veinticuatro horas y fija el plazo al Ministerio 
Público para expedirse. En mi modesta opinión entiendo que esto es mejor que lo que establece la norma 
vigente. Las dudas que me queda, como abogado que ejerce la práctica día a día, tiene que ver con el hecho 
de que es de difícil aplicación en el interior. Lo digo porque en el interior no tenemos juzgados 
especializados; hay un régimen de semiespecialización. Inclusive, hay algunas localidades fronterizas -¡miren 
cuáles!- como Río Branco y Bella Unión y otra que no son fronterizas, como es Young, en las que los 
juzgados tienen competencia única. ¿Qué quiere decir esto? Que conocen en todas las materias. Entonces, 
¿qué pasa? Que, de pronto, por un lado, tienen una situación de vulnerabilidad para resolver en veinticuatro 
horas y, por el otro, tienen a menores infractores -por dar un ejemplo- en el carcelaje o mayores de edad 
privados de libertad y tienen que resolver si se hace un procesamiento o no porque la Constitución los obliga 
a ello. Lo que estoy advirtiendo, de alguna manera, no es que la norma no sea conveniente sino que puede 
generar problemas de aplicación y de cumplimiento. En cuanto a las consecuencias frente al incumplimiento 
de cualquiera de los plazos -en ambos proyectos es considerado como falta grave- desconozco la opinión de 
los operadores, pero lo concreto es que me queda la duda de qué va a pasar, sobre todo, en el interior en 
donde no hay competencia especializada. 


Otra cosa que señalamos con respecto al artículo 132.3 -hablo de los artículos en los que hay coincidencia en 
ambos proyectos- es que me parece que genera seguridad jurídica y certeza definir un límite en cuanto al 
grado de familiaridad, es decir, hasta qué grado de familiaridad uno tiene que entender que debe haber un 


deterioro de los vínculos respecto del niño para que se pueda producir una situación de adoptabilidad. El 
Código de la Niñez y la Adolescencia establecía que había que ir hasta el segundo grado de sanguineidad. En 
estos proyectos no se genera certeza ni seguridad. Incluso puede generar problemas para los pretensos 
adoptantes. Por ejemplo: se presenta un primo. ¿Cómo se le dice a alguien que no es un familiar, si en 
realidad lo es? Entonces, hay que establecer un límite que dé certezas, es decir, hasta dónde hay que llegar. 
No digo que sí o que no a los familiares sino que el límite es lo que da certezas; nada más. 


En el acápite del artículo 133 se habla de "Separación definitiva". Entiendo que de allí se puede recoger que 
se consagra el principio de continuidad porque señala que se debe tratar de preservar la situación generada a 
partir de la medida cautelar adoptada por el juez cuando el niño se institucionaliza. Entonces, el niño debe 
continuar en esa situación. El artículo 133 del Repartido N* 805 evidentemente da cuenta de la situación en la 
que el niño fue entregado a un matrimonio que surge del Registro de Aspirantes a la Adopción. Según la 
diferencia que existe con el artículo 132, numeral 4, después vamos a ver de qué manera se podrían 
ensamblar esas dos disposiciones. 


El artículo 135, a mi juicio, intenta evitar lo que denominamos la entrega directa o la guarda puesta. Allí se 
establece: "No tendrá validez el consentimiento que se otorgue para la separación del hijo que está por nacer 
o dentro de los treinta días de su nacimiento [...]". Evidentemente que ningún matrimonio que tiene la 
tenencia de un niño que fue dado por su progenitora por no poder tenerlo, por diversas situaciones, se va a 
presentar en ningún juzgado a pretender una adopción judicial. En la práctica lo que sucede -es lo que 
observamos por comentarios o consultas- es que cuando se dan este tipo de situaciones y que los matrimonios 
no desean pasar por la instancia del INAU porque ya conocen directamente a la persona que no desea tener a 
su niño ni tampoco lo quiere hacer la persona en cuestión, para dar legalidad a la situación se hace un 
convenio de tenencia. Eso es lo que observo que se da en la realidad de los hechos: se dan entregas directas y 
guardas puestas con convenios de tenencia. ¿De qué manera se puede limitar esto? Hay dos tipos de 
convenios de tenencia que podríamos denominar A y B. Los convenios de tenencia A son los que se hacen 
con matrimonios amigos, vecinos e integrantes de la familia ampliada, como se denomina. Esos casos 
representan cierta legitimidad y dan hasta protección al niño que sigue estando en el seno natural, donde 
nació. Pero están los convenios de tenencia B que son aquellos que se dan como resultado de la 
intermediación, son los que nadie quiere y son los que, de alguna manera, habría que restringir. Tal vez no 
habría que permitir convenios de tenencia o, por lo menos, exigir que se acredite el vínculo. Para quienes no 
son abogados, cabe decir que los convenios de tenencia son muy sencillos: se hace un relato de la situación, 
se va al juzgado y previa vista del Ministerio Público, se aprueba y se le da legitimidad. Entonces, ese 
matrimonio ostenta una tenencia legal. De alguna manera, lo que hay que restringir son esos convenios de 
tenencia, pero de las situaciones en que las personas no son conocidas con anterioridad. Lo que quiero 
destacar es que si hay un matrimonio que es vecino, son primos o familiares, un convenio en ese entorno no 
tiene nada de negativo. En cambio en el caso del convenio de tenencia con un matrimonio al que nunca se 
conoció hay que hincar la investigación y en el Ministerio Público indagar un poco más a fin de ver su 
motivación. Ese es el caso de la entrega directa no querida por la ley. El artículo 137 define la adopción como 
un instituto de excepción. Me interesa plantear esto como importante en función de la opinión que vamos a 
dar con referencia a la adopción con efectos limitados para el matrimonio, que surge del Registro de 
Adopción regulado por el artículo 138. Instituto de excepción significa que es el último recurso. Debe ser una 
medida residual. Siempre debe buscarse, en primer término, que el niño quede en su entorno natural. 


En cuanto al artículo 139, me quedan dudas con relación a la expresión "haya perdido todo vínculo", lo que 
da lugar a la adopción plena respecto del nuevo cónyuge o concubino. No me queda claro cómo se acredita 
esa situación. Antiguamente, se perdía la patria potestad y había legitimación adoptiva. Ahora, ¿de qué 
manera se va a acreditar la forma en que el niño perdió esos vínculos? Me parece que se debe dar certeza, 
inclusive por los derechos de aquel niño de un año y medio, de dos o de tres, que porque no tiene uso de 
razón no sabe si perdió o no los vínculos con su madre o con su padre; por lo general, es el padre el que se 
aleja. Algo que podría dar seguridad y garantías sería dejar establecido que la pérdida de todo vínculo debe 
ser previa instancia de la pérdida de la patria potestad, si es que fue ejercida, porque la mayoría de las veces 
nos encontramos con partidas de nacimiento en las que el padre directamente no reconoció al niño. Si no lo 
reconoció, no se verifica la patria potestad, pero si lo hizo hubo un acto de voluntad expresa de dar identidad 
al niño y asumir la paternidad. En esto hay un pequeño corte que sería bueno aclarar: cuando hubo 
reconocimiento ejerce la patria potestad. Si no hizo efectivo el reconocimiento, directamente no tiene la 
patria potestad y en ese caso se allana el camino a la nueva adopción, al nuevo vínculo que se pretende 
implantar con el nuevo cónyuge o el nuevo concubino. 


El artículo 139.1 es el que consagra el retorno al viejo sistema del Código Civil y a leyes especiales en las 
que teníamos una adopción simple y una legitimación adoptiva. Ahora hay una nueva denominación: 
adopción plena y adopción simple. La adopción simple tiene efectos limitados -se interpreta de esa manera-; 
esto también lo recoge el anteproyecto de Código Civil que la denomina adopción de integración. Aquí 
prácticamente la figura es idéntica; recoge la figura de la adopción con efectos limitados, con diferencias 
muy mínimas y con nombre diferente ya que se llama adopción de integración. 


En el artículo 140, que establece las condiciones para la adopción, propongo que en el literal A), que dice: 
"Se haya dispuesto la separación definitiva respecto de su familia de origen", se agregue: "o se hubiera 
dispuesto la pérdida de la patria potestad para el caso de la adopción plena del nuevo cónyuge o del nuevo 
concubino". En mi opinión, este podría ser el lugar técnico correcto donde se podría adicionar el requisito 
para establecer garantías y seguridad respecto de aquel padre que perdió los vínculos. 


El artículo 142 habla de la competencia. Debemos tener presente que en toda esta instancia hay tres procesos: 
el proceso cautelar, la separación definitiva y el proceso de adopción. Cada uno tiene sus estructuras 
procesales y por eso abro un paréntesis en la exposición y digo que sería pertinente que comparecieran aquí 
especialistas en materia de Derecho Procesal. Nosotros estamos emitiendo opiniones y muchas veces acá 
tenemos normas que son mitad sustantivas y mitad procesales. Por un lado, la mitad de las normas refieren a 
derechos sustantivos -condiciones para la adopción, requisitos, edad y las cuestiones que hay que verificar 
para ver si un niño es adoptable o no- y, por otro, hay cuestiones que son puramente procesales. En este caso 
sería bueno tener en este ámbito la visión de procesalistas. 


El proyecto argentino encadena las competencias. Señala que para el proceso de separación definitiva el Juez 
competente debe ser el mismo que para el proceso cautelar. En cambio, a la hora de la adopción, lo deja a 
elección de los actores. En los hechos, el actor del proceso de adopción es el matrimonio que ostenta la 
tenencia en el momento de promover la adopción, que en nuestro caso sería el matrimonio que surge del 
Registro que el INAU seleccionó en su momento. 


El artículo 147 permanece con la redacción anterior, pero se adecua a la posibilidad de adopción con efectos 
limitados. 


En el artículo 148 la redacción es similar en los dos proyectos, pero se adecua a la nueva clasificación. Doy 
por hecho que la adopción con efectos limitados se va a terminar consagrando porque hay una parte del 
Código, en la que los dos proyectos coinciden, que es para el caso del nuevo cónyuge o del nuevo concubino. 
En ese caso, si en ambos proyectos hay coincidencia, asumo que esa forma de adopción terminará ingresando 
al Derecho Positivo uruguayo. Es por esta razón que los artículos 147 y 148 no merecen comentario. 


El artículo 151 es el último en el que hay coincidencia entre ambos proyectos. La diferencia que encontré - 
quizás haya alguna otra; me podrán corregir- es la palabra "única" en el calificativo de la audiencia. En el 
inciso segundo dice "Los solicitantes deberán comparecer a la audiencia única [...]" y Código de la Niñez y la 
Adolescencia la calificaba de otra manera, es decir, como audiencia preliminar. Esto es técnicamente correcto 
porque si se trata de un proceso extraordinario el CGP señala que hay una audiencia única. En los procesos 
ordinarios hay una audiencia preliminar y audiencias complementarias. En el caso de estos proyectos en los 
que hay coincidencia, es pertinente la corrección que se hace porque se adecua a la estructura procesal que 
sigue la opción internacional. 


Ahora voy a pasar a hacer algunos comentarios sobre los artículos en los que no hay acuerdo entre los dos 
proyectos. Estos son: el 132.1, el 132.4 o el 132.5 -hay numeraciones diferentes; un proyecto enumera el 
132.5 y el otro no-, el 133.1, el 138 y el 158. En mi opinión, las diferencias realmente existen en el artículo 
138 y voy a explicar por qué me parece que es así. En el contexto de las diferencias, las dos principales son 
las más importantes. En el artículo 132.4, el Repartido N* 808 permite apartarse de la elección que haga el 
INAU cuando el niño, de hecho, se halla inserto en un núcleo familiar, mientras que el Repartido N* 805 no 
permite el apartamiento de la selección realizada por el INAU. Además, en cualquier caso en que la primera 
selección que se haya hecho no sea viable, el INAU debe proceder a una nueva selección. Para aclarar esto, 
en el proyecto del Repartido N* 805, en todos los casos, con independencia de cualquier vicisitud procesal o 
de hecho, siempre es el INAU el que conserva las potestades originarias de seleccionar el matrimonio o la 
unión convivencial concubinaria aspirante a la tenencia con fines de adopción. En el Repartido N* 808 se 
abre la posibilidad para el caso de situaciones de hecho en que el niño ya esté inserto en un núcleo familiar. 


Si es bueno para el interés superior del niño, para no perjudicarlo, para su bienestar, que permanezca en ese 
núcleo familiar, se puede abrir la posibilidad de que conserve la tenencia con fines de adopción. 


La segunda diferencia importante es la adopción con efectos limitados o el régimen de tutela, que es lo que 
propone uno y otro proyecto en el caso de que el niño conserve vínculos altamente significativos, tan 
importantes que el apartamiento de su estado civil de origen le provoque algún perjuicio. 


Sobre el artículo 132.1 voy a señalar, brevemente, las diferencias. En los dos proyectos se hace referencia a 
un familiar en el que recaerá el cuidado del niño. Los dos proyectos son idénticos por cuanto refieren al 
familiar en el escalón de preferencia. Es el caso en el que el Juez debe dar la tenencia del niño 
provisoriamente. Por ejemplo, cuando un niño ingresa al INAU un sábado, a la hora 18, por una situación de 
violencia doméstica y el Juez debe resolver dónde va, teniendo como última opción la institucionalización, 
debe optar por un familiar. Como dije anteriormente, creo que sería conveniente que se estableciera un límite. 
Quizás no haya abuelos, pero sí tíos, y el Juez entienda que no hay familiares, pero a la semana siguiente 
puede presentarse un tío impugnando la decisión. Todo esto genera cierta incomodidad, inclusive para el 
operador jurídico, porque no da garantías. Es una norma muy abierta porque se puede presentar un sobrino - 
no es muy probable-, un tío o un tatarabuelo. No hay un límite que nos permita decir: "Usted sí puede, pero 
usted no". En ese caso, ninguno de los proyectos marca un límite; ambos coinciden en señalar que debe ser 
un familiar. 


En ese caso, la diferencia entre los proyectos radica en que el Repartido N* 805 establece un plazo a esa 
tenencia, determinándolo en el artículo 132.2. Me parece que hay un error, porque hace referencia al artículo 
133.2, pero no determina los plazos. No creo que sea inconveniente establecer plazos porque estamos 
hablando del proceso cautelar -recuerden que hay tres procesos-, que es cuando se toman las primeras 
medidas. Se determina un plazo de cuarenta y cinco o noventa días. En el supuesto de que se llegue al día 
cuarenta y cinco y la abuela continúe con la tenencia del niño, se debe hacer un estudio; si la abuela está en 
condiciones de conservar la tenencia, el Estado debe apoyar ese vínculo, prestando la asistencia que sea 
necesaria. No es otra institución más que el INAU la que debe tener una participación activa en ese caso. Por 
eso, la adopción está definida como instituto de excepción. 


La suposición de que el niño no resulte adoptable figura en el Repartido N* 805. Esa prevención es pertinente 
y ya debería estar aplicándose. Hoy por hoy -es de conocimiento público-, se están entregando niños en 
guardas que se denominan preadoptivas. ¿Qué pasa si comparece una abuela o un padre, que recién se entera 
y empieza a litigar por la tenencia de ese niño? Es una prevención muy pertinente. Me parece que es correcto 
que se determine para que quede plasmada la obligación del INAU de prevenir a las parejas aspirantes a 
adopción de que el niño puede resultar no adoptable. Parece algo muy lógico, pero no sé si se está dando en 
los hechos -no contamos con esa información; nosotros estamos del otro lado del mostrador-; no parece que 
se esté cumpliendo con ello. 


Recién en el tercer nivel de preferencia se encuentran las familias de acogida. Mientras el Repartido N* 808 
las menciona, el Repartido N* 805 agrega el plazo establecido en el artículo 132.2. Parece haber nuevamente 
un error, porque se menciona el artículo 133.2, pero el plazo está determinado en el artículo 132.2. 


Ambos proyectos coinciden en que existe la posibilidad de que el niño pueda no ser entregado 
inmediatamente a un matrimonio que surja del Registro de Adopciones. En los hechos, no tendría que darse 
esto. Estadísticas publicadas establecen que hay cuatrocientos matrimonios inscriptos como aspirantes a 
adoptar y, por otro lado, sesenta matrimonios ya aprobados para hacerlo. Me parece que algo no está 
funcionando bien. Habría que agilizar los mecanismos de selección para depurar esos cuatrocientos 
matrimonios y que en vez de tener sesenta, tengamos ciento veinte o ciento cincuenta matrimonios 
habilitados. Esta ley va a demandar una prontísima respuesta al INAUÚ. Este organismo deberá estar alerta las 
veinticuatro horas del día, porque estas situaciones se generan en cualquier momento y a cualquier hora del 
día. Hay situaciones de violencia doméstica, que es una de las ventanas por las cuales entran los niños a la 
institucionalidad, en situación de vulnerabilidad, que ocurren en cualquier momento, un sábado a la hora 22 o 
un domingo a la hora 8. Cuando el Juez se encuentre con esa situación, dará cuenta a las autoridades del 
INAU y por estos dos proyectos que se convertirán en ley en los próximos meses el INAU deberá tener la 
respuesta de un matrimonio aspirante a adoptar. No ocurrirá como ha sucedido en estos meses, en los que se 
hacía un proceso, que era conveniente, pero no se respetaban los plazos de cuarenta y cinco o noventa días. 
Ello ha generado los conflictos que son de público conocimiento. Ahora eso no será posible. Desde el INAU 


se llamará al matrimonio aspirante a adopción para decir que deberá recoger a un bebé o a un niño de 
determinado Juzgado de Familia porque se encuentra en situación de vulnerabilidad. Según la ley, los 
matrimonios aspirantes a adopción tenemos la preferencia antes que la familia de acogida. 


En síntesis, las diferencias entre ambos proyectos son mínimas. Los plazos establecidos en el Repartido N* 
805 son inherentes al proceso cautela, es decir que ya están establecidos por el proceso cautelar que se 
transita. Se establece la prevención a los adoptantes, lo que es obligación del INAU. De todas maneras, me 
parece positivo que quede establecida. 


Finalmente, me parece una observación a plantear en ambos proyectos la falta de claridad, por cuanto no se 
fija un límite en el grado de familiaridad. Me parece que sería bueno hacer un corte en ese punto y que se 
estableciera, por ejemplo, hasta el segundo grado de consanguinidad. De esa forma, sabríamos que un tío 
podría reclamar, pero no un primo. 


Los artículos 132.4 y 132.5 establecen una diferencia sustancial. Me parece que aquí no se llega a un acuerdo 
y, por eso, recogí el pensamiento de Vaz Ferreira que determina aquello de la falacia de falsa oposición. Si 
analizamos detenidamente la normativa advertiremos que no existe, en realidad, contradicción entre los dos 
proyectos. El Repartido N* 805 tiene estructurado el artículo 132.4, que establece: "Prohíbese la entrega de 
guarda o la tenencia con fines de adopción mediante escritura pública". A continuación, el artículo 132.5 
presenta dos incisos en los que se da cuenta de la competencia del INAU para la selección del matrimonio 
que va a acoger en su seno la tenencia provisoria, con fines de adopción, y se determina claramente que es 
competencia del INAU la posibilidad de seleccionar ese matrimonio en el caso de que, por determinados 
motivos, el Juzgado pueda apartarse de esa selección. Por otra parte, en el segundo inciso del artículo 132.4 
del Repartido N* 808 se establece la competencia del INAU para la selección y, en el tercer inciso, se señala 
la posibilidad de que el Tribunal pueda apartarse y este tenga en cuenta que cuando el niño ya se encuentra 
inserto en un grupo familiar podrá respetarse esa situación y concluir esa tenencia en una adopción. Yo creo 
que este tercer inciso pretende solucionar las situaciones que se vivieron en los últimos tiempos, en las que 
no se respetaron los plazos judiciales, lo que no es responsabilidad de los particulares. En eso debemos estar 
todos de acuerdo: es responsabilidad de las instituciones, ya sea del INAU o del Poder Judicial, pero nunca 
de los particulares. El tema es que se exceden tanto los plazos que de cuarenta y cinco o noventa días 
pasamos de dos o tres años. Se trata de excesos demasiado prolongados. Entonces, evidentemente el niño 
genera lazos afectivos. En algún medio escuchamos decir -voy a hacer referencia a estos comentarios porque 
me resultaron bastante impertinentes- que la familias de acogida no cumplían bien su función, porque no le 
explicaban al niño que eran familias transitorias. Me pregunto y dejo la pregunta sobre la mesa para los 
señores Diputados: ¿cómo se puede explicar a un niño de un año que el matrimonio que lo tiene es 
transitorio, que es una familia de acogida y que sus papás vendrán más adelante, cuando el proceso judicial 
termine? No hay forma. El niño, por naturaleza, se levanta y se duerme viendo dos figuras, paterna y 
materna, a las cuales identifica como su padre y su madre. 


A mí me parece que en este artículo hay un dilema de falsa oposición, porque esa situación no debería darse. 
¿Por qué? Porque la preferencia está dada en el artículo anterior: a quién el Juez, en etapa del proceso 
cautelar, entrega el niño. Cuando el niño ingresa a la institucionalidad, inmediatamente el Juez debe dar 
cuenta al INAU, y este ya debe tener pronta la propuesta de un matrimonio. Entonces, no debería darse la 
situación que prevé el tercer inciso del artículo 132.4 del Repartido N* 808. La lógica de los dos proyectos es 
que ingresa un niño a la institucionalidad y el Juez primero verifica si no hay algún familiar. Si no lo hay, da 
cuenta al INAUÚ. Por eso decía que me parece importante que en esta etapa se dé un tiempo antes de que la 
ley entre en vigencia para que el INAU aceite su mecanismo de selección e instruya a sus funcionarios 
competentes en esa área, para que esto pueda tener una variada gama de posibilidades. Si hay un niño en 
Bella Unión, el INAU deberá tener un matrimonio allí. Tal vez hoy no haya un matrimonio en Salto, en 
Artigas o en Bella Unión, lo que sería nocivo para el niño si se lo separara de su centro de origen. Eso está 
recogido en los instrumentos internacionales, y hoy no se cumple. Hoy el INAU retira a los niños y los 
traslada a más de doscientos kilómetros, lo que no me parece que sea positivo. Inclusive, esto no está así 
recogido en los instrumentos internacionales ni en las directrices de las Naciones Unidas. En lo posible, el 
niño tiene que permanecer en su centro de origen. Entonces, para eso el INAU debería aceitar sus 
mecanismos de selección. Si tiene cuatrocientos aspirantes, esperemos que en poco tiempo tenga, en vez de 
sesenta familias prontas para adoptar, ciento veinte o ciento cincuenta, para que estas situaciones no se den. 


Ahora bien, si se diera una situación de estas, porque el INAU en el momento responde al Juzgado que no 
tiene un matrimonio apto -puede suceder que consulte al Departamento de Adopciones y en ese momento no 
haya ningún matrimonio con posibilidades de hacerse cargo-, ahí va a la tercera opción, que es la familia de 
acogida. Entonces, no causa perjuicio al niño o a la niña permanecer en esa familia de acogida, siempre y 
cuando esa familia así lo desee porque, como saben los señores Diputados, hay trescientas cincuenta familias 
de acogida, y son contados los casos en que se ha generado discordia. En mi modesta opinión, esto no parece 
ser un gran problema para el sistema. Eso se puede salvar teniendo presente que la lógica de los dos 
repartidos prevé que esto no suceda, porque la primera opción corresponde a los matrimonios del Registro 
Único de Adopciones. Si no hubiera uno, por el motivo que fuere, en nada perjudicaría al niño. La idea es 
que, sobre todas las cosas, se respete ese vínculo que se generó con la familia de acogida. Insisto: eso es 
siempre y cuando la familia de acogida así lo desee, porque hay muchas familias que cuando el INAU dice 
que encontró un matrimonio y que el niño irá en adopción, la familia le prepara sus cosas y se va; no hay 
conflicto. Entonces, para evitar estas situaciones, entiendo que la lógica de los dos proyectos no tendría que 
darse y, de pronto, en última instancia el INAU, cuando vaya a seleccionar una familia de acogida, que firme 
un compromiso en el que se establezca que la tenencia es provisoria. Esto está comprobado por declaraciones 
de las autoridades, porque las cuidadoras no firman contrato cuando entran a ejercer su función. No está 
documentado, y por eso se hizo ese conocido juicio laboral. Esto se soluciona muy fácil: firmando un 
precontrato de que esa tenencia es por tanto tiempo, porque también hay que respetar a la familia de acogida. 
Si le damos un bebé, se generan lazos afectivos muy fuertes en poco tiempo. Entonces, firmamos un 
precontrato, en el que se dice que el proceso debería durar cuarenta y cinco días. Si demora más y se vencen 
los plazos, se les dará la posibilidad de aspirar a la adopción. Me parece que hay que ver este tema desde 
todas las perspectivas, porque cuando no se respetan los plazos no es responsabilidad de la familia de 
acogida. Y esas familias generaron un lazo afectivo durante mucho tiempo -porque el INAU no contestaba 
los oficios, porque el Juzgado no los mandaba o por diversas circunstancias- y el niño también. 


Hay un caso puntual en Salto -no corresponde hacer referencia a casos puntuales, pero en este caso es 
pertinente-, en que el niño ya tenía tres años cumplidos: sabía hablar, caminaba perfectamente e identificaba 
a su mamá y a su papá. Sin embargo, el INAU no respetó ese vínculo y, entendiendo que la ley vigente lo 
amparaba, retiró al niño y se lo entregó a un matrimonio de otro departamento. 


SEÑOR BANGO.- ¿No cree usted que al establecer taxativamente el proyecto de ley cuáles son los 
plazos, no se hace necesario que se firme un contrato entre el INAU y la familia de acogida, porque la 
ley establece que no va a poder estar más allá del plazo máximo de institucionalización? 


SEÑOR RODRÍGUEZ HEREDIA.- No. Le voy a responder haciendo un razonamiento de cómo 
funcionaba antes. 


Antes ya estaban estos plazos: el tema es que no se cumplían. Entonces, las cuidadoras aceptaban a ese bebito 
tan chiquito porque era por tres meses, ya que sabían que existía un plazo de noventa días que, en realidad, 
era de cuarenta y cinco. Decían que por tres meses lo tenían, pero por más tiempo no, porque si no, se 
encariñaban. Esas son las palabras textuales que se usan. 


Después, esos plazos no se cumplían y se llegaba prácticamente a tres años. El proceso -que debería durar 
cuarenta y cinco días- hoy llega a tres años. Disculpen mi expresión, pero esto es un disparate. Algo que está 
previsto en la ley que dure cuarenta y cinco o noventa días, no puede durar tres años. Entonces, si se va a 
respetar el plazo de cuarenta y cinco y noventa días, no hay ningún inconveniente. Inclusive, lo señalo como 
abogado patrocinante de varios casos, pero que se respete, porque la cuidadora sabe que ese plazo existe y 
que de aquí a cuarenta y cinco días el niño se irá. Pero si ese plazo no se va a respetar, vamos a prolongarlo 
tres años, y los primeros años el niño los vivirá integrado a esa familia. Va a cumplir su primer y segundo año 
con ellos, irá al CAIF y todas las vivencias durante sus primeros años de vida. Ahí ya es otra la interpretación 
que debe hacerse. Si se cumplieran los plazos, no sería necesario firmar un compromiso. En el pasado no se 
firmaban, pero no se cumplían los plazos y se generaban conflictos, porque no estaban establecidas 
claramente las obligaciones y los derechos de las cuidadoras y de la institución. 


Evidentemente, insistimos en que la lógica de los proyectos va a generar una rápida respuesta en la 
institución encargada de la selección, inclusive, por los plazos internos del proceso cautelar. Se habla de 
plazos de veinticuatro horas y de muy pocos días. De manera que la propuesta del matrimonio que se haga 


cargo del niño debe ser inmediata. Cuando se institucionaliza al niño, inmediatamente, el Juez debe dar 
cuenta a la institución y esta debe proponer un matrimonio para que se haga cargo del niño. 


En definitiva, con respecto al artículo 132.4 y 132.5 no existiría oposición respecto a esta norma porque en 
nada perjudica al niño que, en situaciones de hecho, cuando no se cumplan los plazos, permanezca con la 
familia de acogida. Tampoco perjudica al sistema porque los matrimonios tuvieron la preferencia desde el 
inicio y el INAU es la institución pública responsable de seleccionarlos, y si por determinado motivo no se 
seleccionó un matrimonio, el tercer escalón es la familia de acogida. Si no se cumplen los plazos y la familia 
de acogida desea conservar la tenencia, habría que tener una consideración porque no es responsabilidad de 
la familia de acogida que no se cumplan los plazos. 


En el artículo 133.1 encontré una diferencia muy pequeña entre los proyectos en cuanto a la competencia de 
los Juzgados. Mientras que el Repartido N* 805 divide en literales los Juzgados competentes y el literal A) 
establece: "El Juez que previno o;"; el Repartido N* 808 dice: "Será competente, a elección de los actores". 
Estamos hablando del segundo proceso judicial, que es cuando el niño ya está con una medida cautelar 
adoptada, es decir, ya está con un familiar, con un matrimonio del Registro Único de Aspirantes o con una 
familia de acogida. Todo esto está consumado, vencieron los cuarenta y cinco o noventa días, e iniciamos 
otro proceso. Este proceso que en nuestro país se llama "separación definitiva", también se puede denominar 
"declaración de adoptabilidad" y termina con una resolución que concluye en un sentido u otro, y se define si 
el niño es adoptable si se dan las condiciones de adoptabilidad. 


Como abogado patrocinante y por sentido común, me parece pertinente que el Juez que entiende en las 
medidas cautelares sea el mismo que entienda en el proceso de separación definitiva; porque ya conoce la 
situación de inicio e, inclusive, porque un proceso está directamente enlazado con el otro. El Juez que adopta 
la medida cautelar conoce in situ, en el lugar en que se producen los hechos, cuál fue el motivo por el cual el 
niño se institucionalizó. Además, por regla general, es en la misma ubicación geográfica. Si la situación de 
vulnerabilidad se dio en Paysandú, lo ideal es que el mismo Juez de ese departamento resuelva si se puede 
decretar la separación definitiva o no. Por eso me parece pertinente que lo haga el Juez que previno. Cuando 
el Repartido N* 805 hace referencia al Juez que previno, intuyo que se refiere al que entendió en la medida 
cautelar, y me parece que es correcto. No me parece pertinente que quede a elección de los actores porque 
estos, a partir del proceso de separación definitiva, en el caso de un matrimonio del Registro General de 
Adopciones, van a tener legitimación para promover la separación definitiva. Y en todos los casos que 
tenemos conocimiento, conflictivos o no -inclusive, en lo que hubo acuerdo con el hogar de acogida que 
entregó la tenencia del niño-, se da que el niño es trasladado de un lugar a otro. El niño se va de Salto a 
Dolores, de Canelones o de Mercedes a Montevideo. Obviamente, no es algo intencional, pero habría que ver 
la posibilidad de que el niño esté lo más cerca posible de su lugar de origen. 


Lo que observo a diario es que cuando los Jueces toman conocimiento de que el niño cambió de domicilio 
porque fue entregado a una familia en guarda preadoptiva, declinan competencia y es algo totalmente 
negativo, sobre todo, para el niño; porque el asunto pasa a un Juez que no conoce absolutamente nada de la 
situación del niño y mucho menos de sus familiares. Además, tampoco favorece la óptica de la defensa de los 
familiares biológicos; tengamos presente que en su mayoría se trata de gente de escasos recursos, con pocas 
posibilidades de acceder a abogados particulares y mucho menos de viajar para buscar un abogado en otra 
localidad. 


Resulta evidente que el Juez que conoce en la medida cautelar deba ser quien conozca en el proceso de 
separación definitiva. Dejarlo a elección de los actores significaría que, producido el traslado del niño de un 
departamento a otro, el matrimonio aspirante a adopción si está domiciliado en Montevideo, no siga el 
proceso de separación definitiva en el lugar de donde proviene el niño; si tiene la opción, lo va a hacer en un 
Juzgado de aquí, que le queda cerca, sin tener que trasladarse. Esto va a contramano de cuestiones delicadas 
como la preservación de los vínculos biológicos que es responsabilidad del Estado. Y eso cuando aún no está 
decretada la separación definitiva, porque recién es el inicio, no se sabe nada de la familia biológica y ya 
insertamos ese proceso en otro departamento. Eso no me parece pertinente. 


En el Repartido N* 805 dice que "Será competente, en su caso: A) El Juez que previno o; B) A elección de los 
actores", y luego vienen los literales. No me parece conveniente que se dé lugar a opción, que es lo que hace 
al terminar el literal A) con una "o" y una coma. Es una cuestión de semántica y lingúística determinar si esa 


nn” 


"o" y esa coma son disyuntivas, conjuntivas e implican la posibilidad de optar entre A) y B), o si es una "o 


que separa las opciones y establece una preferencia. Por eso señalaba la pertinencia de consultar a 
especialistas en Derecho Procesal, para dejar en claro este tema que establece -nada más ni nada menos- 
dónde se van a instalar los procesos. 


El artículo 138 tiene la segunda diferencia sustantiva, que tiene que ver con efectos limitados respecto del 
matrimonio que surge del Registro General de Adopciones o el régimen de tutela que es el que propone el 
otro proyecto. En ambos proyectos el acápite del artículo es "(Preservación de vínculos personales y 
afectivos con la familia de origen)". Recuerden que la adopción estaba definida como instituto de excepción, 
lo cual significa que es la última opción, la última salida para el niño que no tiene posibilidades de criarse, 
desarrollarse y vivir en su entorno familiar. Siguiendo esa lógica interpretativa, en este artículo se pretende 
preservar los vínculos personales y afectivos. Encontramos que existen dos niveles: un primer nivel, de 
vínculos altamente significativos, y un segundo nivel de vínculos altamente significativos de tal importancia 
que implique lesión a los derechos del niño el desplazamiento de su estado civil de origen. En el primer nivel, 
relativo a los vínculos altamente significativos, no existe diferencia. Ambos proyectos abren la posibilidad de 
la adopción plena. Sí existe diferencia en el segundo nivel de significación de los vínculos, cuando son de tal 
importancia que impliquen lesión a los derechos del niño. Honestamente, no sé qué puedo decir casi como 
hijo adoptado, porque fui criado por una cuidadora y, además, he sido abogado patrocinante en varios casos. 
Honestamente, no puedo compartir el hecho de que se abra el camino a la adopción ni al régimen de tutela 
cuando existen vínculos, incluso a pesar de la contundencia que tienen los dos proyectos. Los proyectos son 
contundentes y se refieren a vínculos altamente significativos de tal importancia que implique lesión a los 
derechos del niño el desplazamiento de su estado civil de origen. 


Me tomé el trabajo de consultar la Convención sobre los Derechos del Niño -que por supuesto se debe haber 
tenido presente a la hora de redactar los proyectos- y su artículo 21 expresa que "Los Estados Partes [...]" - 
Uruguay es Estado Parte y la Convención tiene carácter vinculante para nuestro país porque es un 
instrumento internacional ratificado por una cantidad de países, lo que lo torna vinculante- Velarán por que la 
adopción del niño sólo sea autorizada por las autoridades competentes, las que determinarán, con arreglo a 
las leyes y a los procedimientos aplicables y sobre la base de toda la información pertinente y fidedigna, que 
la adopción es admisible en vista de la situación jurídica del niño en relación con sus padres, parientes y 
representantes legales y que, cuando así se requiera, las personas interesadas hayan dado con conocimiento 
de causa su consentimiento a la adopción [...]". ¿Qué estoy señalando con esto? Que un tratado internacional 
relativo a la materia, ratificado por nuestro país, que nos obliga, señala como uno de sus postulados 
principales, todo lo que mencioné, pero reitero lo que me interesa: "las personas interesadas hayan dado con 
conocimiento de causa su consentimiento”. Ninguno de los dos repartidos establecen la posibilidad de que en 
el caso de que los vínculos sean de tal importancia que implique lesión apartarlo de su estado civil de origen, 
se requiera el consentimiento. Lo que quiero dejar en claro en esta ocasión es la posibilidad de que esta 
norma pueda ser considerada inconstitucional. ¿Por qué motivo? La respuesta ya la anticipaba: porque el 
Estado ratifica un convenio internacional y hoy por hoy, según la doctrina de Derecho Internacional de mayor 
recibo, interpreta que los tratados referentes a derechos humanos tienen que ser vistos como parte integrante 
de nuestra Constitución, por su artículo 72, mientras que los tratados internacionales no relativos a derechos 
humanos, por ejemplo tratados bilaterales o multilaterales de libre comercio, no tienen rango constitucional. 


¿De qué manera podría encontrarse una salida a esta humilde observación? Sería muy sencillo: requiriendo, 
en ambos proyectos, el consentimiento de aquellos familiares que tengan esos vínculos. Pero adviertan 
ustedes, señores legisladores, que no se trata de cualquier vínculo. La misma ley establece que son vínculos 
de tal importancia que impliquen lesión. Entonces, no parece lógico que a despecho de implicar lesión de los 
derechos del niño se vaya por el camino de la adopción, cuando el Estado debe ser protector del bienestar de 
los niños. Sin embargo, en este caso estamos reconociendo una situación que le ocasiona una lesión y 
asimismo abriendo el camino a un régimen de adopción o de tutela. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero expresar que me resulta sumamente contundente y sustanciosa la 
explicación que nos está brindando. Lo felicito porque veo que ha estudiado el tema con interés y no 
quisiera desaprovechar la oportunidad de su ofrecimiento para poder continuar, pero tenemos 
dificultades de horario. 


Quiero sugerir que nos envíe algún informe escrito, que acordemos otra oportunidad para intercambiar ideas, 
o que redondee su exposición en algunos minutos. 


SEÑOR RODRÍGUEZ HEREDIA.- Evidentemente, esto requiere mucho tiempo de análisis en 
profundidad, pero finalizo. 


Recuerden que yo seguí una estructura. En primer lugar, hice un comentario sobre los artículos en los que no 
había diferencia, luego me referí a los que sí tenían diferencia, y me detuve en aquellos en los que la 
diferencia era más importante. 


En cuanto al artículo 138, me parece importante que se requiera el consentimiento, porque si hay vínculos tan 
significativos que el apartamiento del estado civil implica lesión a los derechos del niño, eso no perjudica a 
nadie e inclusive protege los derechos del niño. De lo contrario, este artículo podría ser tachado de 
inconstitucional en atención a esa norma de la Convención sobre los Derechos del Niño. Inclusive, el 
proyecto del Código Civil para la República Argentina establece que en estos casos se deba requerir el 
consentimiento de los familiares biológicos. Además, la ley de la infancia colombiana -vigente hoy en 
Colombia- también requiere el consentimiento en los casos en que hay vínculos altamente significativos, 
como señalan los dos proyectos. 


Finalmente -abrevio mi exposición en atención a lo señalado-, quiero aclarar que he enviado este informe por 
mail. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Secretaría me aclara que llegó esta mañana cuando los Secretarios ya 
estaban aquí, pero ya fue distribuido. 


SEÑOR RODRÍGUEZ HEREDIA.- Aclaro que algunos puntos los tuve que pensar muy 
detenidamente porque me generaban dudas. 


El artículo 158 es el último en el que hay diferencias. Considero que hay una diferencia muy mínima en el 
literal G), que propone el Repartido N* 808, que agrega una competencia al equipo técnico, ya que establece 
que debe "Orientar y apoyar a adoptados y adoptadas, adoptantes e integrantes de la familia de origen, en el 
proceso de conocimiento y acercamiento de las mismas". En mi opinión, me parece pertinente. El señor 
legislador Bianchi señaló la posibilidad de recabar la opinión de los adoptados. Yo no fui adoptado sino 
criado por una familia de acogida. Aprovecho la oportunidad para decir que a mí el INAU nunca me informó 
dónde estaba mi familia de origen, pero también es válido decir que si no hubiese sido por ese sistema de 
familia de acogida, tal vez no sería abogado. De todos modos, algo no funcionó bien, porque el artículo 160 
de la Ley N* 18.590 establece el derecho a la búsqueda de orígenes a partir de los quince años. Ese es un 
artículo que no se menciona en ninguno de los dos proyectos, aunque es totalmente pertinente. En mi caso 
sucedió que a los dieciséis años me surgió la inquietud de saber quiénes eran mis padres y me encontré con 
que mi padre ya había fallecido. Sería bueno que ese literal quedara como está, porque no perjudica a nadie 
establecer esa obligación del INAU, que de por sí ya la tiene como instituto protector de los derechos del 
niño, pero hay cosas que no funcionaron bien. A mí me pasó lo que pudo haber sucedido en muchos casos 
más. 


En el literal c) del artículo 158 hay una diferencia. Dice lo siguiente: "[...] Los interesados tendrán derecho a 
acceder al informe y solicitar su revisión en caso de discrepar con él". ¿Por qué motivo no se sujeta ese acto 
administrativo al contralor de cualquier acto administrativo? Me refiero a la posibilidad de que el matrimonio 
aspirante a la adopción pueda recurrir administrativamente y a que, si el Directorio del INAU no le da la 
razón, pueda interponer una acción de nulidad. ¿Por qué motivo sacar del contralor jurisdiccional este acto 
administrativo? Eso queda en una zona gris, en la cual el INAU tiene todas las potestades, como organismo 
público -esto es así y debe ser así-, pero con ciertos límites. Estamos hablando de una decisión, de decir a un 
matrimonio que está o no en condiciones de ser aspirante a la adopción. Entonces, ¿por qué motivo no se 
puede interponer un recurso administrativo? En este caso, no debería regir el plazo de ciento cincuenta días, 
que tiene una petición, porque el INAU, en ciento cincuenta días, no puede determinar si un matrimonio tiene 
condiciones para adoptar. En mi opinión, esto sería lo único a corregir. Debería existir la posibilidad de que 
esto pueda estar sujeto a contralor, sin establecer el plazo de ciento cincuenta días que tienen las peticiones. 


Agradezco la invitación cursada. Espero que esto contribuya en algo a acercar las pequeñas diferencias que 
existen y a que ambos proyectos puedan ser ensamblados finalmente. Ojalá la ley aprobada traiga mejoras al 
sistema de adopciones, que es lo que todos queremos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo felicitamos por la solvencia y el estudio que ha demostrado sobre la 
temática. Seguramente, como Comisión o individualmente, lo vamos a estar molestando a los efectos de 
hacerle algunas consultas. 


Agradecemos la presencia de la delegación. 


(Se retira de Sala una delegación del grupo de cuidadoras y ciudadanos en conflicto judicial con el INAU por 
adopciones) 


——- La Comisión pasa a intermedio hasta la hora 14 y 15. 


(Es la hora 13 y 58) 
SEÑOR SECRETARIO.- Se levanta el intermedio. 
(Es la hora 14 y 17) 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Propongo que la Comisión designe como Presidente ad hoc al señor 
Diputado Bayardi. 


(Apoyados) 
(Ocupa la Presidencia el señor Representante Bayardi) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Padres Adoptantes del Uruguay, APAU) 


SEÑOR PRESIDENTE (ad hoc) (Bayardi).- La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración recibe a la delegación de la Asociación de Padres Adoptantes del Uruguay, 
integrada por la señora Aurora Reolon, y los señores Claudio Barone y Fernando Serantes. 


El motivo de la comparecencia tiene que ver con las modificaciones sobre los proyectos planteados al Código 
de la Niñez y la Adolescencia en el área de las adopciones. Los legisladores ya recibieron un material 
enviado ayer, en el que se resumen las consideraciones que les merecen algunos de los artículos y eventuales 
propuestas de modificación. 


SEÑOR SERANTES.- La Asociación de Padres Adoptantes del Uruguay, tiene actividad desde el año 
2000. Esta Asociación nuclea a padres adoptantes y a familias en espera. 


Agradecemos a la Comisión la invitación a participar en el debate en torno a estos dos proyectos de 
modificación de disposiciones del Código de la Niñez y la Adolescencia. 


Deseamos resaltar que esta es nuestra segunda comparecencia en la Comisión, ya que en el año 2009, en 
ocasión del debate en torno a la ahora vigente Ley N” 18.590, fuimos invitados a dar nuestro punto de vista. 
Como en aquella oportunidad, entendemos que lo importante de nuestro aporte es que somos quienes vivimos 
la adopción desde adentro y quienes la palpitamos a diario. La vivimos, en primera instancia, mientras nos 
preparamos para ser padres que aceptan una paternidad distinta. La vivimos cuando llegan nuestros hijos y 
los integramos a nuestra vida con sus historias, y las seguiremos viviendo durante toda nuestra vida, 
enseñando y aprendiendo a entender esta otra forma de ser padres y de ser hijos. 


Hemos estado al tanto de que, desde principios del año pasado, se ha dado a nivel parlamentario y con 
aportes de distintos actores del proceso, una discusión sobre los cambios que deberían hacerse a la 
legislación, para que los procesos de adopción contaran aún con más garantías que las que tiene en el 
momento. 


Lamentablemente, muchos de los temas importantísimos que sabemos estuvieron en discusión no se ven 
reflejados en estos proyectos. Creemos que se ha perdido una buena oportunidad de hacer un ajuste aún más 
completo que el que con estas propuestas se ha de alcanzar. También entendemos que la vida es más rica que 


cualquier borrador y que la discusión no se agota en esta instancia. Tendremos que seguir discutiendo en el 
futuro, acercándonos cada vez más a esa legislación que la inmensa mayoría de nosotros querría plasmar. 


A continuación, detallamos los comentarios sobre los artículos que nos merecen reparos o que directamente 
consideramos inconvenientes y aun lesivos de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Para ser más 
claros, citaremos el artículo y luego el nombre de uno de los legisladores firmantes del proyecto al que nos 

referiremos. 


SEÑORA REOLON.- Con respecto al artículo 132.1 del proyecto de Gonzalo Mujica y otros, tenemos 
fundamentalmente dos salvedades. 


En primer lugar, entendemos que no se puede hablar de tenencia dado el tenor jurídico que el término tiene y 
que no parece corresponder en una situación tan provisoria como lo es la medida cautelar. 


En segundo término, nos genera preocupación la solución de integrar en forma provisional a un menor en una 
familia integrante del RUA si aún no está claro si existe una desvinculación de su familia de origen. Creemos 
que esto podría solucionarse especificando que dicha integración debería darse en los casos en los cuales es 
clara una desvinculación o fractura del vínculo con su familia de origen. El argumento es que si la situación 
no es clara, deberíamos pedir a la pareja que está en período de integración de su hijo a la vida familiar que 
evite generar con el niño al que integre en forma provisoria un vínculo afectivo de tal significación -con ellos 
y con la familia extendida- que luego, frente a un eventual corte, termine afectándolo en forma determinante, 
lo cual no es posible. 


La misma consideración merece el otro proyecto en lo que refiere a la integración provisional en una familia 
integrante del RUA. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el material que quedó distribuido había tres observaciones. Una de ellas 
no fue mencionada. ¿Queda excluida de sus consideraciones? 


SEÑORA REOLON.- No; no la mencionamos en aras de no hacer tan extensa la exposición, pensando 
que todo lo que quedara en manos de los señores Diputados iba a ser considerado y tenido en cuenta. 


Esa no era una variación, sino una consideración en cuanto a que perder el lugar en la lista no era lo que más 
preocupaba a los adoptantes porque no era lo fundamental, por lo que nos pareció que no era necesario que lo 
planteáramos. De todos modos, esa consideración sigue vigente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo digo porque en la mañana de hoy las autoridades del INAU nos 
plantearon la observación sobre la terminología utilizada en esta última consideración a que hacía 
referencia -"no resulte elegible para la adopción"-, y sugerían cambiar esa redacción. 


SEÑORA REOLON.- Coincidimos en que no se puede poner el término "elegible" precisamente 
porque los niños no se eligen. 


En el artículo 132.1 del proyecto de Fitzgerald Cantero Piali y otros se establece: "El Tribunal solo podrá 
apartarse de la selección realizada por el equipo técnico del INAU en aquellas situaciones de hecho en las 
cuales el niño, niña o adolescente se encuentre plenamente integrado a un núcleo familiar, generándosele un 
perjuicio en caso de fracturar este vínculo". 


Nosotros no estamos de acuerdo con este procedimiento ya que esto saltearía la consideración técnica de 
idoneidad de la pareja adoptante. La determinación de idoneidad de una familia para ahijar a un niño luego 
de perder su familia de origen no puede ser obviada por la única razón de que el niño, niña o adolescente 
haya generado un lazo afectivo con quien le ha tenido a su cargo. Es claro que no es bueno que un niño 
permanezca por largo tiempo institucionalizado o en una familia de acogida si ya ha perdido vínculos con su 
familia biológica. En todo caso, eso es lo que debe subsanarse y creemos que eso se logra con la medida que 
se propone establecer respecto a la no institucionalización de un niño, niña o adolescente por más de cuarenta 
y cinco o noventa días. 


De aprobarse el artículo 132 (Deber de comunicación de amenaza o vulneración del derecho establecido en el 
artículo 12 del Código de la Niñez y la Adolescencia), presente en ambos proyectos de reforma -cuyo acápite 
establece: "Queda comprendido dentro del deber de comunicación:"-, sugerimos que su literal c) quede 
redactado de la siguiente manera: "c) el de quienes sin ser familiares del niño, niña o adolescente lo reciban 
de su progenitor, otro familiar o guardador, así como quienes tuvieran noticias de ello en el ejercicio de su 
cargo, empleo, profesión, o en razón de la institución en la que participan". En tales circunstancias, cualquier 
persona que tenga bajo su cuidado a un niño por cualquier razón deberá informarlo al Juzgado 
correspondiente y el Juez deberá tomar las medidas para que el niño preserve su derecho a vivir en familia, 
como lo establece la ley y no los deseos de los adultos. Por esto se entiende que los tiempos que los niños 
deben permanecer bajo el cuidado de otros que no sean sus padres o integrantes de la familia extendida no 
serán de tal entidad como para que la separación pueda generarles perjuicios. 


El artículo 132.2 (Duración del proceso, responsabilidades funcionales) de ambos proyectos establece que la 
duración total del proceso en ningún caso excederá los plazos máximos de cuarenta y cinco y noventa días. 
Apoyamos totalmente este artículo, pero entendemos que, dada la sensibilidad del tema y tratando de evitar 
manejos inadecuados de los datos contenidos en los expedientes, debería agregarse al final de esa redacción 
lo siguiente: "El mismo debería ser con medidas reservadas para preservar la integridad del niño, niña o 
adolescente y su derecho al respeto de su historia (consagrado en el artículo 7” del Código General del 
Proceso)". Los hechos acaecidos en el último año son el fundamento para esta solicitud. 


En cuanto al artículo 138 del proyecto de Gonzalo Mujica y otros, tenemos cuatro diferencias sustanciales. 


En primer lugar, nos parece poco conveniente que entre los posibles vínculos con la familia de origen se 
establezca la posibilidad de que se den con los progenitores. Pueden presentarse circunstancias desgraciadas - 
como una muerte inminente- que justificarían este vínculo; seguramente muchos adoptantes aceptarán tal 
posibilidad, por lo que no es necesario que esté establecido en forma explícita. En el caso de hacerse en 
forma explícita, podría ser sugerida en cualquier circunstancia, incluso en caso de pobreza extrema. En ese 
caso, si el vínculo es de tal significación y uno o ambos progenitores solicitan mantenerlo, lo que 
corresponde es que ese niño no pase en adopción, ya que nuestra legislación vigente prohíbe que un niño sea 
separado de su familia por motivos económicos. En resumen, consideramos que es incompatible, según 
nuestra interpretación, que un niño pueda mantener un vínculo favorable a su normal desarrollo, 
vinculándose con dos madres o dos padres. 


En segundo término, cuando se establece: "Si la existencia del vínculo altamente significativo fuera 
controvertido [...], el Juez resolverá al dictar sentencia en el proceso de separación definitiva", entendemos 
que no es correcto porque en el momento de aceptar la historia que se les presenta, las parejas se obligan a 
mantener vínculo con algún integrante de la familia de origen si se entiende que es un vínculo significativo. 
Es incorrecto explicitar esto en la ley pues en el caso de que la familia no acepte mantener el vínculo, no será 
esa familia la que adopte al menor. 


En tercer lugar, entendemos que no corresponde que figure en el Código la definición de vínculo altamente 
significativo. El que determina si un vínculo es altamente significativo es el equipo de especialistas en el 
área, por lo que a este correspondería hacerle esa consulta y no intervenir con una definición de libro para 
determinar la trascendencia de un vínculo. 


En cuarto término, se plantea como solución a un vínculo altamente significativo la integración de un niño en 
una familia del RUA, pero en calidad de tutelado. Si un vínculo altamente significativo no habilita la 
adopción, no se le puede dar tampoco una solución a medias, como resulta de una tutela. 


Con relación al artículo 138 (Preservación de vínculos personales y afectivos con la familia de origen) del 
proyecto del Diputado Cantero Piali y otros, reiteramos las tres primeras puntualizaciones que establecimos 
para el otro. En este caso, agregamos que frente a la solución de una adopción con efectos limitados, si el 
vínculo es tan significativo que sería lesivo el desplazamiento de su estado civil de origen, la adopción no se 
debería llevar a cabo. Siempre quedaría abierta la posibilidad de integrar al niño, niña o adolescente con una 
familia amiga o a una familia de acogida. La adopción con efectos limitados, al que más limita es al niño en 
su derecho a tener una familia estable y amorosa, que le dé lugar preferencial de hijo. 


En resumen, para nuestra Asociación, las adopciones deben ser plenas. No hemos encontrado argumentos que 
nos convenzan de que la adopción con efectos limitados respeta derechos del niño que en este momento no 


sean respetados. 


En el artículo 158 (Cometidos del equipo técnico), de ambos proyectos, se hace referencia a todos los 
servicios. En caso de que en el marco legal del Uruguay se insertaran otras instituciones que desarrollaran 
programas de adopción, al cumplir con todos los cometidos que la ley establece se estaría colisionando con lo 
establecido en este Código a texto expreso, que indica que solo el INAU seleccionará la familia que integrará 
el niño. Creemos que esto se soluciona si el texto se dejara igual hasta el literal C), y a continuación se 
agregara: "El servicio que el INAU desarrolle y los programas de adopción deberán además", y a partir de allí 
se incluyeran los ítems D), E), F), G). Con eso quedarían demarcadas las responsabilidades de unas y otras 
instituciones. En este caso, dado lo difícil que resulta entender el texto, no nos queda claro si se establece que 
todos los casos anteriores a la promulgación de la Ley N* 18.590 son los contemplados por este artículo o si 
son todos los casos hasta la promulgación de esta reforma. Creemos que el espíritu debe ser dar soluciones a 
las integraciones que legalmente se hicieron hasta el 18 de setiembre de 2009. Los casos que se han dado con 
posterioridad a esa fecha y hasta el momento actual son irregulares, pero por sobre todo, ilegales. Por lo 
tanto, no se puede sentar el precedente de darles una solución parlamentaria cuando se trata de un acto 
voluntario de infringir una legislación vigente. 


SEÑOR BARONE.- Hasta aquí los comentarios con respecto a los artículos que nos merecen reparos y 
a aquellas cosas que ya hemos sostenido que nos parecen avances importantes. 


Estamos frente a dos iniciativas parlamentarias que se inspiran en el interés superior del niño, según lo que se 
ha fundamentado en ambos casos. Debemos bregar para que la sociedad en su conjunto se pare frente a estos 
temas y entienda de qué se trata la adopción: no la visión romántica, tampoco la apocalíptica, sino la real, la 
cargada de significados, la que nos muestra una forma distinta de formar familia, pero que conlleva, sobre 
todo, una grandísima responsabilidad frente a personas que han perdido un primer eslabón en su cadena de 
vida. Es una gran responsabilidad que no nos debe hacer mirar a esos niños con pena, sino con el respeto que 
merecen, respeto cuando decidimos su futuro, cuando decidimos con quién deben continuar su proyecto de 
vida y qué garantías debemos darles para que su situación legal se resuelva con la mayor prontitud o cuando 
nos referimos a ellos en forma pública o privada. Estas son solo algunas de las garantías que jamás debemos 
olvidarnos de dar a nuestros niños. Todos debemos comprometernos en forma seria, responsable y 
debidamente asesorada en la protección de los derechos de todos nuestros niños. 


Por último, quiero decir que todos los actores no solo deberán esforzarse para que salga de este recinto el 
mejor de los proyectos, sino que, además, todos deberemos comprometernos a poner todo de nosotros para 
que pueda ser aplicable en la práctica en forma inmediata y no presente en el futuro, por falta de rigor en la 
discusión, falencias que no permitan su rápida implementación. 


Hemos venido a este recinto a aportar nuestro punto de vista y estamos abiertos a seguir discutiendo. No 
somos especialistas en legislación; somos familias que consideramos que podemos hacer un aporte desde 
nuestro conocimiento, desde nuestra vida. 


Más allá de responder las preguntas que puedan surgir de los señores Diputados, vamos a terminar con la 
misma frase con que terminábamos la visita en oportunidad de la discusión de la reforma del año 2009, que 
luego fue la Ley N* 18.590. Decíamos entonces que queremos para este tema el mejor, el más sano y 
constructivo debate; un debate honesto, serio, responsable y amoroso. Recalco: amoroso; porque en este 
como en tantos otros temas va el destino del país y creemos que debemos responsabilizarnos seriamente 
cuando marcamos el destino a los seres humanos, sobre todo si ellos son los niños de nuestro país, quienes 
algún día serán los constructores del futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Más allá de las valoraciones que merezca el aporte, destaco que la 
presentación que nos realizaron sobre los proyectos que están a consideración se transformará en un 
insumo para la discusión de este tema. 


SEÑORA ALONSO.- Me sumo al agradecimiento especial a la APAU, asociación con la que he tenido 
gusto de conversar sobre este tema. Sé de su preocupación real y, además, de la vivencia de cada uno en 
su vida particular y, por lo tanto, de lo que le ponen a esta tarea. 


Tengo algunas consultas, especialmente, sobre los comentarios que hacían con respecto al artículo 132.1, 
cuando dicen que entienden que no se puede hablar de tenencia. 


Hoy el Directorio del INAU también hizo mención a este tema y se refirió a otro concepto. Me gustaría saber 
si ustedes estarían contestes en utilizar el término "guarda provisoria", en lugar de "tenencia provisoria". 
Estamos hablando del Repartido N* 805. Creo que el término "tenencia" tiene un tenor jurídico -como 
ustedes dicen-, sobre todo cuando estamos hablando de las medidas cautelares. Quisiera saber cuál es la 
sugerencia para modificarlo 


Pienso que el tema de la adopción con efectos limitados es muy debatido y que, además, tiene concepciones 
de fondo. La Ley N?* 18.590, a partir de 2009, genera una rigidez; algunos argumentaban que el hecho de que 
todas las adopciones sean plenas, implica que no existan hijos de primera o hijos de segunda. Entiendo 
conveniente -hoy en algún momento lo mencionó el Presidente del INAU -que el Derecho admita un instituto 
intermedio, porque no todos los casos son iguales, y eso lo sabemos en la vida diaria. Precisamente, la 
adopción con efectos limitados difiere de la adopción simple, que antes existía en Uruguay. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Iturralde Viñas) 


——- Creo que no se trata de introducir, por lo menos en el espíritu del Repartido N* 808 presentado, un 
instrumento que tienda a discriminar a unos hijos frente a otros, generando arbitrariamente una situación que 
vaya a perjudicar a aquellos que son fruto de una adopción con efectos limitados que, precisamente, es lo que 
no queremos hacer. Se trata de admitir un instituto excepcional -como también lo es la adopción plena- o 
subsidiario, cuando las circunstancias lo ameritan, es decir cuando ponen de manifiesto que la familia 
biológica, o parte de ella, no es idónea para cumplir el rol, que naturalmente le compete, de protección, de 
amparo, de formación. Pero, a pesar de eso, no siempre la adopción no termina siendo el instrumento 
adecuado. Creo que la Ley N” 18.590 generó una rigidez, en lugar de flexibilizar, sobre todo, porque los 
casos se dan en la vida cotidiana. 


Hoy, el Presidente del INAU hacía referencia a que esta adopción de efectos limitados difiere de la adopción 
simple anterior, en lo que tiene que ver, no solo con los derechos alimentarios, sino también con los 
sucesorios, que no es un tema menor en este caso, y quisiera profundizar en cuál es la posición de APAU con 
respecto a este tema. No estoy proponiendo imponer la adopción con efectos limitados en ciertas 
circunstancias preestablecidas, como ocurre con la legislación argentina, en el caso de la adopción del 
cónyuge, del concubino o del progenitor, sino habilitar la posibilidad de que sea admitida cuando la situación, 
de hecho, establezca que es el mejor instituto que se adecua al caso concreto. 


No sé si fui clara, pero quería hacer este comentario, dada la argumentación que ustedes hicieron, con 
respecto a esta adopción con efectos limitados, que no es lo mismo que la adopción simple que tuvimos, 
previo a la Ley N* 18.590. 


SEÑOR MICHELINI.- Creemos que la lectura realizada en esta Comisión y el material aportado son 
insumos que, de alguna manera, nos harán reflexionar y permitirán un trabajo más ordenado. 


La pregunta concreta que quiero realizar -ustedes lo dan por bueno, pero quiero que puedan clarificarlo- es si 
consideran que esos cuarenta y cinco y noventa días, respectivamente, para menores de dos y de siete años, 
es un plazo que se ajustaría a las necesidades de la realidad actual o si, eventualmente, puede ser modificado. 


SEÑOR BANGO.- Muchas gracias por la comparecencia y por el aporte escrito y oral que han hecho 


Quiero referirme a la cuestión que se plantea en ambos proyectos -en el artículo 132.1 del nuestro-, sobre la 
cual ustedes tienen una visión negativa, respecto de que pueda ser en guarda material provisoria, un niño a 
una familia de registro adoptantes. Lo que nos inspiró a aprobar esta redacción, fue pensar en el interés del 
niño, de la niña o el adolescente, tratando de evitar la construcción de otros vínculos afectivos, generando un 
puente directo -por decirlo de alguna manera gráfica- con la eventual familia adoptante. En nuestro caso, y a 
diferencia de otro proyecto -que creo que estaba inspirado de la misma manera-, establecimos que se 
realizara una previa comunicación a la familia, que está en el Registro de Adoptante, de cuál es la situación 
de ese niño, niña o adolescentes que, eventualmente, podría no ser resuelta su adopción definitiva; lo 
habíamos pensado en función de proteger sus derechos. Obviamente, acá se genera una situación, que es lo 


que ustedes plantean, con respecto a lo que se genera con la familia en ese interregno de un plazo establecido 
de cuarenta y cinco o noventa días como máximo. 


Habida cuenta de que estamos intentando compatibilizar, quisiera que quede claro -lo hemos conversado en 
otras oportunidades anteriores en que nos hemos reunido -si, aun en esta hipótesis de la comunicación previa, 
ustedes prefieren que esa situación no se dé y optan porque esté, por ejemplo, en una familia de acogida, por 
el plazo estipulado de cuarenta o noventa días, según la edad. Quisiera saber si eso es una atenuante para 
ustedes o definitivamente toman la preferencia -tal como dicen- por recibir a ese niño, niña o adolescente, en 
caso de que esté definido que va a ser adoptable. Con esta salvedad y tratando de trasmitirles cuál es el 
fundamento último de esta disposición propuesta por nosotros, quisiera conocer la reacción de ustedes frente 
a la cuestión. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero plantear algunas dudas que manifesté cuando se aprobó esta ley -la 
original que es la que hoy nos rige-, para la cual no tuve entusiasmo de especie alguna; primero hay 
que poner los trapos arriba de la mesa. 


En primer lugar, no entiendo por qué una oposición tan feroz a la adopción semiplena, que puede resolver 
algunos asuntos como, por ejemplo, cuando mueren los padres de un niño -no importa su edad; cinco, seis, 
siete, diez, doce años-, en un accidente de aviación, o por otras circunstancias que la vida lamentablemente 
tiene, o quedan incapaces -esto sucede; como abogado puedo traer más de un caso- y sus hermanos mayores 
no quieren hacerse cargo, porque tienen su propia vida. En este caso, ¿por qué no adoptar en forma 
semiplena, como existía en el Código de la Niñez y la Adolescencia, para que el niño conserve los derechos 
hereditarios de su familia de origen? 


Yo creo que, como decía la señora Diputada Alonso, en la riquísima gama de situaciones que se dan en las 
relaciones humanas, hay situaciones en las que hay que tener cierta flexibilización para lograr lo mejor. ¿Lo 
mejor para quién? Para el niño, niña o adolescente. Eso es lo que tenemos que lograr. Suprimir, como se 
suprimió, un instituto que funcionó durante años y que desastrosos resultados nunca tuvo, fue algo rígido. 


En ese sentido, a la luz de algunos entorpecimientos que hemos tenido con esta ley que nos rige, me pregunto 
si no debiéramos replantearnos esta situación. 


Puse un ejemplo muy concreto que se da en la vida real. Además, estamos asistiendo a una sociedad donde 
los padres son cada vez mayores, aun la gente que tiene hijos en forma natural -sea por inseminación 
artificial o lo que sea-, lo que es una costumbre social que hace cuarenta o cincuenta años no existía. Estos 
ejemplos que uno pone, suceden. Aunque fuera un caso en un millón, igual habría que atenderlo porque para 
quien le toca es el cien por ciento. 


SEÑORA REOLÓN.- Son muchos temas y todos, o en su mayoría, de gran sensibilidad. 


Respecto a lo que plantea el señor Diputado Orrico, que es el caso de un accidente con esa gravedad -algo 
poco común-, voy a decir lo siguiente. Cuando me lo plantearon en otras ocasiones traté de imaginar que mi 
hermana y mi cuñado tuvieran un accidente y murieran ambos. No me imagino a mis sobrinos saliendo de mi 
familia. Realmente no me lo imagino, a no ser que se trate de una familia en la que mueran en forma abrupta 
los padres, que no existan más parientes y que nadie, nadie, nadie, se haga cargo de los niños. Los niños 
generalmente tienen tíos, abuelos, así que realmente es un caso que no visualizo. Puede ser que algún día me 
convenza con un ejemplo. Con ese, no me convenció. Me parece que detrás de un niño siempre hay alguien 
más que un papá y una mamá, al menos en mi familia; será porque somos una familia muy grande. 


La generación del instituto excepcional, a mí me genera mucha preocupación. No sé si hay una solución; no 
sé si hay algún niño que merezca una solución intermedia. Creo que todos los niños tienen que ser igualados, 
y una forma excepcional de ser incorporado no sé si es la mejor. Tendríamos que verlo con casos concretos y 
profundizar en ese tema. 


En cuanto a lo que preguntaba la señora Diputada acerca de establecer la tenencia provisoria, debo decir que 
nosotros no conocemos el alcance jurídico del término. Un jurista nos explicó que la tenencia siempre es 
provisoria. Lo que nos dan a nosotros cuando adoptamos es una tenencia provisoria. No sé si alcanza con 
agregar el término "tenencia". Creo que no corresponde dar el grado de tenencia a quien va a tener un niño 


bajo su custodia durante 45 días. No sé si es necesario establecer una figura jurídica o simplemente disponer: 
"la permanencia del niño en el hogar durante 45 a 90 días". No sé si es necesario establecer una figura 
jurídica o si alcanzaría con decir "el tiempo de permanencia del niño bajo la guarda de la familia de acogida". 
Para mí, que no sé nada de leyes, sería suficiente. En su momento lo manejamos como una posibilidad. Hay 
que ver el sentido profundo que tiene desde lo jurídico la palabra "guarda" o "custodia", pero eso sería para 
dilucidar con un conocimiento más profundo de lo jurídico. 


Para que una familia del RUA sea una segunda opción -por supuesto lo primero es mantenerlo dentro de la 
familia biológica extendida-, nosotros decíamos lo siguiente. No creemos que nos hagan la ofensa de pensar 
que lo planteamos para cuidar nuestros derechos; estamos hablando del derecho del niño. Mientras el niño 
está bajo la custodia de una familia de acogida, no se debe generar un vínculo afectivo, como permitir que el 
niño llame mamá o papá a los cuidadores, porque cuando se tenga que separar de esta familia va a sentir una 
fractura, un quiebre. 


En realidad, cuando el niño se integra en una familia del RUA es recibido como un hijo. Es imposible que lo 
recibamos de otra manera. Es imposible decir a la familia: "Pueden recibirlo pero no le den lugar de hijo 
porque ese niño a lo mejor después no termina en una adopción. No generen en el niño esa expectativa 
porque lo van a lastimar. No estén durante 50 o 60 días diciendo al niño: 'Hola amor, vino la abuela, vino el 
abuelo, vino la tía', regalándole esto y lo otro, haciendo fiestas y reuniones", que es lo que hacemos todos. 
¿Qué hicieron ustedes cuando recibieron a sus hijos biológicos? Hicieron una fiesta, lo recibieron, vino la 
familia, etcétera. Nosotros hacemos lo mismo. Lo único diferente es que no lo vamos a buscar al hospital, a 
veces; yo sí. 


Todo eso no se puede evitar. No le podemos decir a la abuela, al abuelo, a los tíos, a los vecinos que no 
vengan. No podemos dejar encerrado al niño durante 90 días. Entonces, cuando vayamos al almacén y la 
vecina nos diga: "¡Hay qué lindo! ¿Este es tu nene?", nosotros responderemos: "No, no sabemos; es un niño 
que tenemos bajo nuestra tenencia y vamos a ver". Si es posible le hacemos toda la explicación jurídica; a la 
vecina o a la almacenera, pero al niño, ¿qué le decimos? ¿Cómo se sienta a un niño de dos o tres años para 
explicarle: "Mirá mi amor: yo te quiero como una madre, pero no te puedo querer como una madre. Yo 
quisiera que fueras mi hijo, pero todavía no sabemos si vas a ser mi hijo". Esto es lo que planteamos. 


La mayor parte de los casos son situaciones claras. Allí se establece que ese es el orden, y que se podría 
variar en algunas circunstancias que así lo ameritaran. Si en ese punto se establece que esto se dé en los casos 
que son claros, está bien que sea ese el lugar. Hablar de casos claros no es hacer referencia a casos 
inapelables. Ningún caso es inapelable. Cualquier caso puede volver hacia atrás. Lo que decimos es que sean 
casos claros y que no exista la posibilidad de una reinserción casi notoria. El equipo técnico que plantea la 
situación y los Jueces, con el conocimiento que tienen y con el asesoramiento de los equipos técnicos, saben 
cuándo una situación es clara. Si decimos que en las situaciones claras está bien que sea ese el lugar, no 
estamos diciendo que no queremos el segundo lugar porque nos van a herir, sino cómo hacemos nosotros 
para no hacer lo que le pedimos a otros que no hagan para no generar un vínculo con un niño, con el que 
existe la posibilidad de que no haya vinculación. Es para protegerlo. No sé si los padres podemos estar 
siempre preparados para recibir a un niño y durante 90 días decir "No te encariñes con nosotros porque, 
aunque te recibamos con un dormitorio, con un baúl, con un ropero, con un televisor, etcétera, capaz que esto 
no es para ti; no sabemos si esto va a ser para t1". Es muy difícil. No es lo mismo la integración en una 
familia de acogida donde le dicen: "Amor: te vas a quedar mientras están buscando una solución para ti, para 
tu vida". Estoy hablando de cuando el niño tiene cuatro o cinco años; cuando es un bebé, el tema es menos 
notorio: generalmente las situaciones de los bebés son bastante más claras. Pero estamos hablando de niños 
grandes; esa es nuestra preocupación real. 


Quiero que quede claro el concepto: no se trata de lo que nos preocupa a nosotros como familia, sino de 
cómo podemos hacer el trabajo con ese niño. 


SEÑOR BANGO.- Siguiendo el razonamiento que están haciendo, que es muy pertinente y fundado, la 
pregunta que me hago es si, en todo caso, no habría que eliminar esta posibilidad, porque si ella existe, 
aunque sea mínima -hasta que el Juez no decide que el menor es adoptable-, entonces, puede pasar 
todo lo que aquí se ha mencionado. 


Entiendo que ustedes se conforman con que la probabilidad sea prácticamente nula; el tema es que la ley no 
va a poder asegurar que no suceda lo que ustedes temen que acontezca. De manera que la pregunta es si no 
habría que eliminar esa opción. 


SEÑOR BARONE.- Consideramos que no hay que eliminarla. Actualmente, ya existe: el niño recién 
nacido tiene un período de treinta días durante el cual la progenitora tiene la posibilidad de 
arrepentirse, y quienes han integrado niños de menos de treinta días ya saben esto. 


En el planteo de las modificaciones a nosotros nos resulta ruidoso decir "no queremos estar en la lista". Acá 
hay insumos muy importantes para que podamos restablecer los derechos del niño: los que tiene el Estado 
son las leyes, los institutos, las familias de acogida pero, fundamentalmente, las familias adoptantes. 
Entonces, sin vulnerar ninguno de los derechos de los niños, preservemos también a las familias adoptantes 
para que una vez que integran al niño lo hagan con todas las garantías y seguridades a fin de generar, a partir 
del primer momento, el comienzo de un proceso en el cual debemos restañar desde la más mínima hasta la 
máxima agresión recibida. Y cuando hablo de agresiones, no solo me refiero a las físicas, sino también a la 
falta de apego, de cariño, de cuidados, de atención de la salud, etcétera. 


Por lo tanto, queremos que se tenga presente el cuidado que habría que tener en esta situación cuando los 
Jueces determinan a dónde va a ir, de manera que el equipo técnico sea el adecuado para definir si es un caso 
claro de pasaje en adopción. 


Por otra parte, quisiera decir al señor Presidente de la Cámara de Representantes, Diputado Orrico, que 
sabemos muy bien de su oposición a la reforma anterior: nos queda bastante claro que él dice que la opción 
simple estaba en la norma anterior y no sabe por qué se sacó. En el debate parlamentario se planteó que, de 
acuerdo con la legislación comparada, solamente en Uruguay y en Argentina seguían existiendo este tipo de 
adopciones. Eso lo dijeron los juristas; no lo planteo yo. 


Otro tema -esto lo hemos conversado con la Representante Alonso y los juristas aquí presentes lo tienen bien 
claro- es que en el planteo de la adopción de efectos limitados ahora se está tratando de salvar el tema 
sucesorio, sobre el que tenemos una definición totalmente distinta a la anterior según la cual, en la adopción 
simple, el niño que era adoptado no tenía derecho a los bienes sucesorios de la familia que lo adoptaba, lo 
cual era totalmente lesivo. Entonces, una vez más digo que no nos equivocamos al reivindicar que se levante 
una figura del pasado en la cual había una lesión a los niños. Si existiera una figura en la legislación 
comparada frente a estas situaciones, querríamos saber cuál es, pero probablemente no se llamen 

n " 


"adopciones", sino "tutelas", "curadorías" o no sé qué, pero no tengo elementos jurídicos en ese sentido. 
Como padres adoptantes sostenemos una vez más que queremos incorporar a nuestros hijos en forma plena. 


Y nos surge una última duda en la redacción. En el artículo 138 del proyecto propuesto por el Diputado 
Cantero Piali y otros -siempre lo nombramos a él, porque es el primer firmante- se dice: "Si los vínculos 
afectivos que se mantienen con la familia de origen fueran de tal significación que se considerara lesivo a los 
derechos del niño, niña o adolescente el desplazamiento de su estado civil de origen y la inserción en un 
nuevo estado civil, podrá el Juez desestimar la pretensión de adopción plena, disponiendo la adopción con 
efectos limitados". Los invito a sentarse frente a un juicio en el cual hubo una separación definitiva. 
Entonces, cuando pasamos dos, tres o más años -estoy hablando de números concretos, palpables, de un 
juicio de separación definitiva actual en nuestro sistema judicial- el Juez puede desestimar la adopción plena 
y decirnos que lo que vamos a hacer es una adopción limitada. No somos juristas, pero al final es el Juez el 
que define si la adopción es plena o de efecto limitada. Es como si ustedes me dijeran que me van a llevar a 
Rivera, pero cuando voy por Florida me dicen: "No, acá bajate". Al principio parece ser una solución para el 
niño, pero es real que debe haber una contemplación de una familia que prohíja a este niño y que está 
dispuesta a adoptarlo plenamente y es el Juez el que, en definitiva, está decidiendo. 


No tenemos clara la situación pero seguimos sosteniendo que no estamos convencidos de que este sea un 
buen instrumento. 


SEÑORA REOLÓN.- Ha quedado una pregunta que formuló el Diputado Michelini en el sentido de si 
alcanzaban los cuarenta y cinco o los noventa días. En realidad, no tenemos demasiados elementos en 
ese sentido. En algún momento, habiendo tenido un intercambio con el departamento de adopción por 
otros temas, porque los técnicos son los que saben acerca de esos tiempos y siempre decimos que 


primero se le pregunta a ellos y después se toma opinión- preguntamos si, según su opinión personal, 
esos tiempos de 24 y 48 horas eran suficientes, porque nos presentaban alguna duda. Y habíamos 
tenido una preocupación: cuando se aprobó la Ley _N” 18.590, después dijeron que una cantidad de 
cosas que quedaron "sueltitas' no permitieron que se aplicara debidamente, y eso hizo que tuviéramos 
muchos tropezones. Por eso hacemos hincapié en que hay que tener cuidado en cómo tratamos la ley, 
en cómo hacemos las cosas, no sea cuestión de que dejemos hilitos sueltos y que después no se pueda 
aplicar. 


Nosotros preguntamos si eran suficiente veinticuatro horas para el departamento del INAU y para el Juez. En 
realidad, es relativo, porque depende de la situación, de las circunstancias, si es un domingo y de si hay 
técnicos dispuestos y demás. No podemos tomar posición al respecto, porque consideramos que debe ser 
definido por un equipo técnico, sobre todo, por los que manejan esos tiempos. 


En cuanto al plazo de cuarenta y cinco o noventa días, creemos que debería alcanzar; consideramos que ese 
tiempo debería alcanzar a un Juez para resolver esa situación. Se supone que el informe técnico debe llegar al 
Juez en quince días. Si contamos los quince días y agregamos el tiempo que tienen después para tomar una 
resolución, no se llega nunca a los cuarenta y cinco o noventa días. Por lo tanto, entendemos que debe 
alcanzar. En algún momento, hablando con juristas, nos dijeron que existía la posibilidad de ampliar la 
cantidad de juzgados especiales. Si esto ocurriera, sería más fácil respetar el plazo de cuarenta y cinco o 
noventa días para la investigación y la toma de resolución. A veces, los temas más urgentes, como la solicitud 
de la pensión alimenticia o el maltrato infantil, van primero que los expedientes, quedando los de adopciones 
para después porque el niño ya está integrado y puede esperar. No se tienen en cuenta otros aspectos, que 
podría contar, como lo que puede significar para un niño tener que esperar cuatro años para tener su identidad 
marcada, como la vive todos los días en su casa; si en su casa se llama Juan González y en la escuela o en la 
atención de salud se llama Alberto Pérez, todo eso resiente al niño. Por eso, los tiempos judiciales son 
importantes. Ahora, si se ampliaran los juzgados especiales creo que, en primera instancia -lo hemos 
conversado con los compañeros-, debería alcanzar el plazo de cuarenta y cinco o noventa días; no estamos 
seguros con el plazo de veinticuatro o cuarenta y ocho horas, pero son otros los que deben opinar al respecto. 


SEÑORA ALONSO.- Iba a hacer una reflexión con respecto a lo que dijo el señor Barone, pero me 
quiero detener en lo manifestado recién por la señora Reolón. 


Precisamente, el nudo gordiano aquí es lo relativo a los plazos. Hoy, el INAU dijo que no tenía problemas en 
el plazo de veinticuatro horas porque son los que llevan a cabo la asistencia material, pero el problema es si 
el Poder Judicial podrá establecer las medidas cautelares en veinticuatro horas, como está determinado en el 
proyecto. 


Una de las medidas que establecimos, precisamente, para tratar de minimizar y acortar los plazos es la 
realización de un solo emplazamiento, es decir, que haya continuidad del Tribunal en las distintas etapas del 
proceso. Me parece que, tanto sea para los casos de urgencia, la adopción de medidas provisionales, la 
separación definitiva o, inclusive, para los casos de adopción, en una misma instancia, los cuarenta y cinco o 
noventa días deberían ajustarse. El problema es que no ha llevado noventa ni ciento veinte días, sino que, en 
muchos casos, se ha llegado a cuatrocientos ochenta días -en los plazos más cortos- y, en otros, se dan 
muchos más días de los que implican dos o tres años. Esperamos que este problema se pueda ir solucionando. 


Con respecto a la adopción con efecto limitado, hay legislación comparada en ese sentido no solo en 
Argentina, sino también en Italia, y en el caso de España -como bien se dijo-, no se llama "adopción con 
efecto limitado", pero se denomina "familias de acogimiento", que difieren de las que están establecidas en 
nuestro país. En los comentarios que ha presentado la delegación se expresa que en caso de que el vínculo sea 
tan significativo que pueda ser lesivo al desplazamiento del estado civil del niño, la adopción no debería 
darse bajo ninguna circunstancia. Establecen que siempre queda abierta la integración del niño, niña o 
adolescente, a una familia amiga o de acogida. ¿No creen que sería mucho más saludable para ese niño que 
pueda tener la posibilidad de ser adoptado, con efecto limitado, aunque en ese caso no debe establecerse una 
discriminación tan clara, antes que mantenerse de por vida en una familia de acogida, en la que sabe 
exactamente cuál es el régimen de cuidado, con una familia cuidadora? En el caso de la adopción con efecto 
limitado, adoptantes y adoptados se obligan a determinadas reglas, no solo de asistencia y alimento, sino 
también sucesorios, pero además forman parte de la familia. Entonces, ¿por qué los debemos condenar a que 
vivan en una familia cuidadora -que, coincido, que pueden ser, y casi lo han sido, en muchos casos, la 


familia, pero no lo son ni los van a ser, como han mencionado-, en una familia de acogida, eternamente, 
cuando les podemos dar otra posibilidad, siempre y cuando el Juez, estudiando el interés del niño, desestime 
que no tiene opción para la adopción plena? Por supuesto que todos quisiéramos que todas las adopciones 
fueran plenas; eso es así desde el vamos. Iría a un estadio anterior: ojalá no tuviéramos que llegar a esta 
instancia y que el instituto de adopción fuera una excepción, como se decía. En este caso, la adopción con 
efecto limitado es aún más de excepción, pero creo conveniente no castigarlos con una familia de acogida -no 
lo digo porque vivan con una familia cuidadora; muchos les dan el cariño como si fueran de su propia 
familia-, haciendo una discriminación per se, en ese caso, cuando los podríamos ayudar, dando determinados 
derechos y beneficios que de esta otra manera no los tienen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero manifestar que es muy interesante todo lo que están diciendo, pero 
tenemos varias delegaciones todavía por recibir. Además, este asunto seguramente no terminará en 
esta instancia. 


SEÑORA REOLÓN.- Realmente, agradecemos el interés que se tiene en dilucidar los problemas. 


Debo creer, en primera instancia, que todos tenemos la mejor de las intenciones. Nadie puede creer que el 
otro tenga mala intención. El problema es que, analizado este asunto con profundidad, no podemos visualizar 
esa situación como probable. He aprendido a alejarme de la situación del adulto. ¿Quién quiere mantener ese 
vínculo? Cuando nosotros adoptamos y hay algún vínculo significativo con un integrante de la familia de 
origen, respetamos ese vínculo. A veces, hay una abuela, un abuelo o una tía, y ese vínculo se mantiene. Eso 
no queda afuera. En la adopción, el mantenimiento del vínculo con su familia de origen no queda afuera. No 
entendemos por qué se debe establecer eso. En realidad, se está respetando el derecho de los adultos para que 
el niño siga perteneciendo a su familia. Siempre tiene que haber una solución; en una familia, tiene que haber 
solución para un niño a efectos de que no tenga que ser un pase en la adopción. De lo contrario, el niño nunca 
termina siendo parte de nada. Esa es nuestra preocupación. Hay personas que fueron criadas con mucho amor 
-tengo casos muy cercanos y otros que no lo son tanto, pero los conozco -y, a pesar de ello y de haber sido 
mandados a la escuela y de tener un título, les falta la pertenencia a una familia como si fuera su propia 
familia. Si el niño permanece con un pie acá y otro allá, si es medio hijo de alguien, se le está vulnerando el 
derecho. No entiendo cuál es la situación, porque si los adoptantes se obligan al respeto de los vínculos 
significativos de sus hijos con algún integrante de familia de origen, no entendemos para qué se tiene que 
crear otra figura para esa adopción que no sea plena. Seguramente, no nos vamos a poner de acuerdo, porque 
esta es una visualización de la idea que tiene la señora Diputada Alonso. De repente, por ser padres 
adoptantes, no podemos tener esa visualización que ella tiene. Creo que es algo para debatir y discernir bien 
antes de tomar una decisión que lastime a los niños, que es lo importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decirles que con sus reflexiones nos ayudan a decantar. Permítannos 
internalizar toda esta información, que es la que nos va a permitir avanzar en el tema. 


SEÑOR BARONE.- Queremos pedir al Poder Legislativo, a nuestros Representantes, que no suceda lo 
que han dicho muchos juristas: que cada cambio de legislación implica que los trámites se paren. ¡Por 
favor, cada trámite que se para es un niño que no se integra a una familia! Ténganlo en cuenta. Hay 
destacados juristas, en puestos muy importantes, que han trabajado en estos documentos. Pidan al 
Poder Judicial y a los actores del Ministerio Público que entiendan esto como una prioridad. Hay un 
bien escaso más que el agua en el Uruguay, que son los niños: cincuenta mil por año. Cuidémoslos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decir que su reflexión nos puede llevar a pensar también que quizás 
podemos hacer un régimen que se aplique de acá en adelante y no para las adopciones en trámite, con 
lo cual podríamos salvaguardar ese problema que está señalando. Su reflexión nos ayuda al respecto. 


Agradecemos vuestra presencia. 
(Se retira de Sala una delegación de la Asociación de Padres Adoptantes del Uruguay) 
(Ocupa la Presidencia la señora Representante Tourné) 


(Ingresa a Sala una delegación del Sindicato Único del INAU, SUINAU) 


——- La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración tiene el gusto de recibir a 
la delegación del Sindicato Único del INAU, SUINAU, representada por su Presidente, el señor Joselo 
López; por el Secretario del interior, señor Gonzalo Acuña y por la Presidenta de la Mesa Nacional de 
Cuidadoras de Alternativa Familiar, señora Ángela Rodríguez. 


SEÑOR LÓPEZ.- Queremos agradecer la posibilidad de que nos reciban para hablar de un tema que 
es bastante complicado y que ha tenido muchas idas y vueltas. Nosotros, como uno de los actores 
involucrados en el tema, por lo menos queríamos brindar nuestra opinión en función de algunas 
cuestiones que se han dicho por ahí, que nos parece no corresponden a la realidad. 


Nosotros somos parte del sindicato de trabajadores del INAU y tenemos organizadas a las compañeras 
cuidadoras de alternativa familiar -antes se llamaban "Hogares Sustitutos"-, que es un área del INAU en la 
que se trabaja de manera importante con más de mil quinientos niños, niñas y adolescentes. Estas cuidadoras 
tienen una relación de dependencia bastante particular con el INAU porque, en realidad, dan mucho oxígeno 
al Instituto Si no fuera por la tarea que desempeñan, sería muy difícil alojar a esos niños, niñas y adolescentes 
en diferentes centros del INAU, porque los señores Diputados conocen la complejidad que tiene la institución 
en estos momentos. 


En este sentido, queremos dejar claros algunos aspectos que nos interesa destacar. Queremos ser claros con 
los señores Diputados: no venimos acá a plantear ningún tipo de privilegio para las cuidadoras de alternativa 
familiar en las adopciones. Nosotros creemos que las compañeras desempeñan una tarea absolutamente 
primordial para la institución y que no son reconocidas de la manera que deberían. De hecho, estamos en 
ámbitos de negociación con el Directorio del INAU para dignificar la tarea de la cuidadora, porque es una 
tarea muy importante que nos parece no ha sido del todo reconocida. 


Ultimamente se ha dado una serie de situaciones en relación al tema de las adopciones y nosotros queremos 
expresar nuestra opinión como trabajadores agremiados y como organización que nuclea a las compañeras. 


Nosotros no estamos planteando ningún tipo de privilegio para las cuidadoras a la hora de las adopciones. 
Creemos que es muy importante lo que ustedes están analizando para acelerar todos los procesos -por 
supuesto, con los controles necesarios -de las adopciones. Sin embargo, nos preocupa el desarraigo de los 
niños de las cuidadoras. Desde nuestro punto de vista, habría que cuidar cómo se desprende el niño de la 
cuidadora para pasar a la familia adoptiva. Eso es algo que hoy no se cuida mucho y ha sido uno de los 
principales focos de conflicto en algunas situaciones que se han dado últimamente. 


Queremos decir que hay una organización de cuidadoras que está bajo la égida de nuestro sindicato. Sabemos 
que algunos actores se arrogan la potestad de ser representantes de las cuidadoras pero ellas están 
organizadas en nuestro sindicato y para eso tenemos una mesa nacional que representa a más de doscientas 
cincuenta de estas compañeras. Estamos estableciendo con el Directorio del INAU algunos ámbitos de 
negociación que nos permitan dignificar su tarea y obtener beneficios que, desde nuestro punto de vista - 
como defendemos que esto es un trabajo-, deberían tener. 


Estamos de acuerdo con todo lo que se pueda hacer para acelerar los procesos de adopción -con los controles 
necesarios; algo que para nosotros es fundamental- y estamos dispuestos a realizar los aportes que podamos. 
Por otra parte, más allá de que es un tema complejo, no queremos ningún privilegio para las cuidadoras de 
alternativa familiar a la hora de las adopciones. Comprenderán que cuando se toman niños tan chiquitos que 
están mucho tiempo a cargo de las cuidadoras se genera un vínculo afectivo que muchas veces puede 
complicar las cosas. De todos modos, tenemos claro que los niños no les pertenecen a las cuidadoras y, en 
todo caso, habrá que hacer los trámites necesarios para determinar si hay un proceso de adopción que 
involucre a alguna de las compañeras que están en esta situación. 


SEÑOR ACUÑA.- Suscribo las palabras del compañero y quiero agregar que como estamos en 
permanente contacto con los dieciocho departamentos del interior, sabemos que las situaciones que han 
salido a la luz no son generales sino puntuales. No ocurre que las doscientas cincuenta cuidadoras 
quieran adoptar chiquilines. Es importante remarcar esto porque la prensa da importancia a dos o tres 
situaciones y se olvida que hay más de doscientas cuidadoras que cumplen a cabalidad con el rol que la 
institución les otorga en función de un contrato entre ellas y el INAU. 


Este es un programa fundamental para la existencia del INAU porque colapsaría el sistema si no lo 
tuviéramos. 


En función de la organización nacional de las cuidadoras hemos establecido un ámbito de discusión con el 
Directorio del INAU para reperfilar un programa que entendemos central para atender a la niñez y la 
adolescencia. De hecho, los niños que salen del programa de alternativa familiar terminan todos los cursos de 
Primaria y Secundaria y muchos quedan, luego de cumplir la mayoría de edad, viviendo en las casas de las 
cuidadoras y siguen sus estudios. Ese es un dato de la realidad que no he visto en ningún programa de 
televisión porque, a veces, es más fácil el amarillismo mediático que mostrar lo bien que trabaja un montón 
de compañeras. 


Además, muchas de estas compañeras atienden chiquilines con patologías severas; en estos casos puntuales 
el INAU facilita la adopción por parte de las cuidadoras porque, obviamente, son niños con desventajas 
físicas O psíquicas. 


Remarcamos que estamos a favor del rol de las cuidadoras y no de que se les brinden los privilegios que 
desde algún lugar se plantean en cuanto a facilitar las adopciones. No estamos de acuerdo con ello porque 
entendemos que cumplen un rol central para la vida institucional del INAU y, por supuesto, de una cantidad 
de chiquilines. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- En primer lugar, queremos agradecer esta invitación. 


También queremos dejar en claro que estamos de acuerdo con que las adopciones se realicen lo más rápido 
posible para que el niño pueda tener una familia definitiva, para que el despegue de las cuidadoras no sea tan 
conflictivo y, principalmente, por la salud mental del niño, quien se confunde respecto al rol de la cuidadora 
y el cambio de "mamá". Cuando más corto sea el tiempo, las confusiones serán mínimas. 


Las cuidadoras estamos totalmente de acuerdo con las adopciones, pero no con el procedimiento que se 
sigue. Quisiéramos que los niños que han vivido unos cuantos años con las cuidadoras tengan un ingreso 
paulatino en la familia adoptiva para que no se instalen bruscamente en una casa. Asimismo, la cuidadora 
debería trabajar a la par con la familia adoptiva para que el niño vea que entre las dos familias hay un buen 
vínculo; de esta manera, el despegue no sería tan conflictivo como ha ocurrido en los casos de estos últimos 
meses, en que el procedimiento no se realizó de la mejor manera posible sino que fue brusco y no se cuidó al 
niño. 


Las cuidadoras no estamos en contra de las adopciones. Por el contrario, queremos que nuestros niños tengan 
una familia con la que puedan identificarse ya que la mayoría de las cuidadoras no van a ser la familia 
definitiva de los niños. Pero hay que cuidar mucho el procedimiento, porque todos los niños requieren 
tiempos distintos para su adaptación. Nosotros no podemos establecer que en una semana el niño se debe ir, 
porque hay algunos que tal vez en ese tiempo puedan aceptar el cambio, pero otros no. Al hacer estos 
cambios tan bruscos no se está cuidando la salud mental del niño. Debe haber un equipo que se encargue del 
tema y analice cuál es el tiempo adecuado para el cambio de vida que va a tener el niño. 


También queremos que se respeten los años de institución que ha tenido el niño, y nos parece que cuántos 
más años pase el niño en la institución, más difícil va a ser su despegue. Pero vemos que esos derechos del 
niño han sido vapuleados, hasta en las últimas adopciones, las realizadas la semana pasada. 


SEÑOR MICHELINL- Agradecemos la presencia de las autoridades del Sindicato del INAU y de la 
representante de la Mesa Nacional de Cuidadoras. 


Voy a concentrarme en dos preguntas. Una de ellas es fáctica y refiere a si tienen idea de cuántos niños, de 
los mil quinientos de los que se ha hablado, se encuentran con cuidadoras del INAU, en hogares de 
alternativa, con más de un año de institucionalización. 


La segunda pregunta es si no debería establecerse la clara definición de que las personas que tienen la 
altísima responsabilidad de ser cuidadoras de alternativa no puedan aspirar a la adopción. El sentido del 
hogar de alternativa es ser, precisamente, una alternativa, y si este proyecto intenta establecer plazos 


brevísimos para la resolución judicial y administrativa de la adopción, ¿no debería determinar con claridad 
que la persona que tiene esa función no puede tener posibilidad de adoptar? 


SEÑORA ALONSO.- También quiero sumarme al agradecimiento por la presencia de los trabajadores 
del INAU y brindarles mi reconocimiento. Hoy contamos con la comparecencia del Directorio del 
INAU, pero esta visita nos parece tan importante como aquella, porque se trata de quienes trabajan 
diariamente con este tema y nos pueden decir, realmente, dónde están los principales problemas. 


Además, quiero brindar mi reconocimiento, en particular, a las cuidadoras. He tenido la oportunidad de 
conocer algunas y por ciertos casos no podemos hablar de la generalidad. Sé que existen aproximadamente 
cuatrocientas cuidadoras en todo el país, de las cuales una gran cantidad se encuentran en el anonimato, a 
diferencia de los cuatro o cinco casos que han tenido repercusión pública. Quiero hacer un reconocimiento 
especial a su trabajo por la dignidad humana que implica el cuidado de tantos niños. Muchas veces se 
conocen los casos de Montevideo, pero quiero detenerme especialmente en los del interior del país. Nosotros 
hemos recibido múltiples reclamos de cuidadoras del interior del país que muchas veces se sienten 
abandonadas. En muchos casos el centralismo de Montevideo implica que las cuidadoras del interior no 
tengan el respaldo del INAU de Montevideo, más allá de que existan jefaturas departamentales en el interior. 
Por eso quisiera preguntar cómo se manejan los controles de esas cuidadoras, porque hemos sabido de casos 
en los que estos niños que promedialmente pasan dos años y medio con cuidadoras, han tenido mínimos 
controles por parte del Departamento de Adopciones de Montevideo, aunque no de las jefaturas 
departamentales. Ellas nos han planteado, como parte de sus preocupaciones, esta falta de respaldo y de 
respuestas concretas, porque ellas tienen una responsabilidad clara y deben tomar resoluciones en el día a día, 
pero muchas veces se sienten a la vera, sabiendo que no van a tener respuesta, ya no de la jefatura 
departamental, sino ni siquiera de Montevideo. 


Me parece muy importante que hayan venido a la Comisión a trasladar sus inquietudes, y subrayo lo que 
decía López en cuanto a no buscar privilegios sino el reconocimiento y el resguardo de los derechos que 
tienen las cuidadoras. 


Con respecto al proyecto, a raíz de los casos que se dieron este año y algún otro, planteamos que en función 
del interés del niño y no de la cuidadora, una vez que se ha generado un vínculo altamente significativo - 
reitero el concepto porque es mencionado varias veces en el proyecto-, que debe ser estudiado por técnicos 
del INAU, producto del enlentecimiento del plazo de cuarenta y cinco o noventa días por parte del INAU o 
del Poder Judicial, exista la posibilidad de que la cuidadora que haya solicitado la tenencia en tiempo y 
forma, pueda transformarse en madre adoptante. Nosotros planteamos esto con la intención de resguardar el 
derecho superior del niño, que es el que debemos proteger en primer lugar. Entendemos esto con ese espíritu 
y no con otra intención. En este sentido, quería conocer el aporte del sindicato del INAUÚ. 


SEÑOR LÓPEZ.- La primera pregunta del señor Diputado Michelini refería al tiempo de 
permanencia de los niños con las cuidadoras. Nosotros no tenemos un número exacto, pero es muy 
elevado el porcentaje de niños que tienen una permanencia de mucho tiempo con las cuidadoras. 
Estamos seguros que más del setenta u ochenta por ciento de los niños que se encuentran con las 
cuidadoras tienen una permanencia de bastante tiempo con ellas, y algunos -como decía el compañero 
Acuña- se encuentran con ellas prácticamente durante toda su vida y después de que cumplen la 
mayoría de edad siguen vinculados. Reiteramos que de los mil quinientos niños, más de un setenta por 
ciento debe tener una permanencia superior a los cuatro o cinco años en el programa de cuidadoras. 


Con respecto a la segunda pregunta, no somos partidarios de la exclusión, es decir de que las cuidadoras 
queden vetadas a la hora de la posibilidad de la adopción. Creemos que esta no debe ser la práctica normal. 
De hecho, ha habido algunas situaciones -como las que mencionó el compañero Acuña- de niños, niñas y 
adolescentes que han tenido patologías muy graves, y en esos casos si no los adopta la cuidadora, no lo hace 
nadie. En ese marco, desde nuestro punto de vista, no se debe establecer a rajatabla que no pueden ser madres 
adoptivas las cuidadoras. Esta no es una cuestión que hayamos discutido a fondo, pero el consenso que hay 
en nuestro sindicato es que no somos partidarios de las exclusiones. Habría que analizar caso por caso, ver las 
situaciones y, en función de eso, tomar una determinación, sin ningún tipo de privilegios. No estamos 
planteando un plazo. Nos parece que en función de cada realidad, esto debería tomarse en cuenta porque, de 


lo contrario, muchos niños, niñas y adolescentes, sobre todo aquellos que tienen una vida más complicada, 
quedarían excluidos de tener una familia definitiva. 


Con respecto a la pregunta de la señora Diputada relativa a los controles, el INAU debería mejorarlos en todo 
su espectro. Hay varias situaciones. Por un lado, en las Direcciones departamentales del INAU en el interior 
normalmente los trabajadores se dividen en áreas, pero cada uno cumple más de una función. Aquellos que 
tienen a su cargo el control de las cuidadoras, también tienen asignadas otras tareas, y eso complica el 
control. Como saben, hay un nuevo programa que se está tratando de implementar para el acogimiento 
familiar. Nosotros tenemos serias dudas con respecto a él, pero no tomamos una posición definitiva. Sí 
creemos que debería mejorarse el programa que ya existía, que también tiene algunas carencias, sobre todo 
en los controles y en la accesibilidad de las cuidadoras para desempeñar esa tarea. Tampoco creemos que los 
dos programas sean absolutamente contradictorios; quizás puedan convivir, pero hay más interrogantes que 
certezas con el nuevo programa que se está tratando de implementar a nivel institucional en este último 
tiempo. Desde la División donde se atiende esto, debería haber una disposición más activa no solo para 
ejercer los controles, que son absolutamente necesarios, sino para dar apoyo, lo que muchas veces no están 
teniendo las cuidadoras de Alternativa Familiar. Esto lo hemos conversado con el Presidente del Directorio, 
quien ha entendido la situación. En estos ámbitos de negociación que se están abriendo hablamos de estos 
temas de las cuidadoras. 


También es cierto que no había una organización concreta de las cuidadoras, lo que dificultaba el diálogo con 
las compañeras, sobre todo porque alguna persona que no tiene nada que ver con nuestro sindicato se había 
arrogado esa representación. Queremos ser absolutamente claros en esto, ya que se han generado una serie de 
inconvenientes. Estas personas que se han arrogado la posibilidad de representar a las cuidadoras, no tienen 
tal representatividad. 


Ante esas confusiones, ha sido difícil establecer un ámbito de negociación. Hoy tenemos una Mesa Nacional 
de Cuidadoras de Alternativa Familiar del SUINAU. Con el Directorio del INAU intentaremos establecer 
ámbitos de diálogo que nos permitan dignificar la tarea de las cuidadoras y buscar soluciones para los niños, 
que muchas veces no tienen todos los beneficios que el resto, aspecto que hay que corregir. 


También entendemos que deben mejorarse las retribuciones que están recibiendo las cuidadoras para atender 
a los niños. Esto debe tomarse como un trabajo. En ese sentido, deberían tomarse en cuenta las tareas que 
están desarrollando las cuidadoras de Alternativa Familiar. 


SEÑOR ACUÑA.- Queremos remarcar una cuestión importante. 


Hasta el momento, no existe ningún programa que supere en efectividad al Programa Alternativa Familiar. El 
Programa Familia Amiga no ha tenido ningún arraigo; esa es la verdad. Hemos recorrido todo el país y 
sabemos que alguna persona que se sumó al Programa, se retiró inmediatamente porque no tenía ningún tipo 
de garantía al usufructuarlo. 


Afirmamos contundentemente que el Programa Alternativa Familiar -con todos sus defectos, falencias y lo 
que tiene para mejorar -no ha sido superado en cuanto a la efectividad para el tratamiento y el cuidado de los 
chiquilines. Estamos totalmente de acuerdo con su reformulación y reperfilamiento en general. Hay un 
montón de cuestiones que se deben afinar. Existen cuidadoras que hace diez años que no reciben nuevos 
chiquilines. También se han dado situaciones con algún personaje bastante siniestro, que ha utilizado los 
medios públicos y algunas compañeras para fines que no compartimos, lo que ha generado que desde el 
INAU se haya tomado una postura negativa con respecto a Alternativa Familiar, y eso nos preocupa mucho. 
No puede ser que por tres o cuatro situaciones puntuales se esté haciendo un juicio general que no 
corresponde. Por eso es válida la organización sindical de las trabajadoras a través de esta Mesa Nacional que 
representa a la gran mayoría de las compañeras de todo el país, que pondrá luz a esta oscuridad que se ha 
dado en función de algunos medios de prensa y de alguna mala intención de este personaje. 


Queremos dejar bien en claro que la Mesa Nacional de Cuidadoras del SUINAU es la que tiene el respaldo. 
Es la voz oficial y tiene el respaldo de todos los trabajadores del INAU; tenemos más de cuatro mil 
trescientos afiliados. 


Por lo tanto, estamos absolutamente abiertos a rediscutir y reperfilar el Programa. Hay experiencias positivas, 
como los pequeños hogares, que han funcionado muy bien en Canelones, en Maldonado y en algunos otros 
lugares del país. Creemos que ese es el camino para empezar a profundizar la discusión. Se trata de 
experiencias piloto que han servido mucho y han resuelto el problema de la familia, cuestiones a las que 
tenemos que apuntar para preservar los derechos de los chiquilines. 


Como sindicato estamos más que satisfechos con esta convocatoria. En el marco de las últimas situaciones 
que se han generado, resolvimos concurrir sobre todo para empezar a trabajar en un cambio en el régimen de 
las adopciones, que es urgente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión agradece la presencia de la delegación, la que ha sido muy 
importante para el tratamiento del tema que han destacado, vital para nuestro país. 


Quedamos a órdenes. 
(Se retira de Sala una delegación de la Mesa Nacional de Cuidadoras de Alternativa Familiar del SUINAU) 
(Ingresan a Sala representantes del Movimiento Familiar Cristiano) 


——- La Comisión tiene el gusto de recibir a los representantes del Movimiento Familiar Cristiano integrado 
por los señores Héctor Manso y Julio Horta. 


Estamos en el tratamiento de proyectos en el campo de la adopción y vamos a restringirnos al marco del 
articulado y a los aportes que puedan hacernos. 


SEÑOR HORTA.- En primer lugar, quería agradecer a la Comisión la invitación que se realizara al 
Movimiento Familiar Cristiano en relación con estos nuevos proyectos de reforma en materia de 
adopción. 


Venimos a manifestar unas breves y concretas apreciaciones en representación de dicha institución. 


Una vez más, hemos de referirnos a la lamentable exclusión de esta institución que ha realizado la legislación 
vigente respecto de la intervención del Movimiento en temas de adopción. Por más de cincuenta años, en su 
actividad vinculada a los trámites previos a la adopción de un menor, el Movimiento Familiar Cristiano ha 
ayudado a centenares de niños a encontrar, a través de la adopción, el amor familiar, la educación y la 
transmisión de valores que nos forman como seres humanos en una sociedad. En dicho período, nunca fue 
indagado ni menos acusado o involucrado civilmente en materia tan delicada como la que se abordó. 


Sin embargo, la legislación vigente confirió exclusivamente la potestad de elección de adoptantes al INAU, 
dándole el monopolio absoluto en el tema, lo que implica una afirmación de política social muy cuestionable, 
a nuestro juicio. Ni siquiera a los padres biológicos se les admitió intervención en la materia. 


La amplia participación de la sociedad civil organizada es muy útil para el interés de la sociedad, sobre todo 
para los niños, para que junto al INAU y bajo el obvio y necesario contralor que este realice en tan valiosa 
tarea, sirva a la sociedad. 


Lamentamos que se margine nuevamente con estas modificaciones que nada dicen del punto, la presencia 
reglada de una ONG de larga data e irreprochable conducta, que podría seguir contribuyendo en forma 
vocacional y gratuita -auditada por INAU, por supuesto, como lo fue desde la sanción del Código del Niño- a 
servir a la sociedad uruguaya. Se continúa negando la participación ciudadana de una parte eficaz de la red 
social cuando vemos que también INAU necesita y se apoya en esta participación, a través de diferentes 
ONG. 


Cabría dejar presentado en la ocasión la inquietud de que los representantes pensaran en este tema, en la 
independencia del Departamento de Adopción del INAU. 


La importancia del futuro de la infancia desvalida y su derecho esencial a desarrollarse en el seno de una 
familia, no puede quedar atrapada en una institución que atiende miles de problemas, siempre preocupada por 


la minoridad infractora y cuya coordinación interna para concretar cuáles son los niños en situación de 
adoptabilidad, por diferentes razones, administrativas, burocráticas, etcétera, no responde a la urgencia de 
cientos de niños de conformar a tiempo una nueva familia. 


En relación a los dos proyectos a estudio por parte de la Comisión, esta institución entiende más completo el 
proyecto elaborado por la Comisión formada por miembros de varios partidos, es decir, el que contiene la 
Carpeta N* 1.424 del Repartido N* 808 por las razones que queremos detallar. 


Primero, aparece como fundamental el Inciso tercero del artículo 132.4 en el que permite al Tribunal, con los 
informes allí requeridos, la conclusión en adopción a partir de una tenencia no otorgada por INAU. Ello se 
funda -como ya lo explicitara el Movimiento -antes de la sanción de la Ley N* 18.590, en que se devuelve la 
confianza al Poder Judicial en su papel rector necesario en la adopción para determinados casos, facultades 
que se han perdido, subordinándose al único poder administrativo del INAU, 


Segundo, se vuelve a reconocer la complejidad de la realidad social. No puede ignorarse que la 
desvinculación familiar no siempre se opera como una decisión abrupta y total, sino que se realiza en forma 
paulatina, no elaborada, y menos aún, decidida y trasmitida en un acto inequívoco. 


Es frecuente que un niño sea cuidado por una familia ajena a la biológica, con la que la progenitora tiene 
vínculos afectivos, de amistad, laborales o de vecindad. El abandono del niño se irá realizando en forma 
progresiva. No habrá una decisión de no continuar su cuidado en forma expresa, ni puede establecerse una 
fecha exacta de esa decisión, por lo cual, no podrá cumplirse con el artículo 132 proyectado con la 
inmediatez que este exige. 


Como sanción insólita al incumplimiento aludido, se "castiga" -entre comillas- al niño. No podrá acceder al 
trámite de la adopción, pues esa familia con la cual se vinculó, no fue seleccionada por INAUÚ. Si el Juez 
pretende respetar los vínculos reales y afectivos ya existentes de ese niño, podrá ratificar una tenencia, pero 
carecerá de facultades para autorizar la adopción. Se ignora así, a nuestro juicio, que el magistrado, muchas 
veces, habrá de resolver situaciones consolidadas -no ilícitas, pero sí de hecho-, donde la intervención del 
INAU no se justifica, excepto como asesora de la sede, pero nunca como decisoria. 


SEÑOR MANSO.- En cuanto a las principales críticas de ambos proyectos, se destaca que no hay plazo 
marcado para el inicio de la separación definitiva, ni se establece quién está legitimado para ello. Se 
establece exclusivamente para la tenencia provisoria. Si vencidos los cuarenta y cinco o noventa días 
que dispone el artículo 132.2 como duración máxima del proceso, el niño fue entregado a un 
matrimonio del Registro de INAU, no habrá problemas ya que la propia institución o el Juez, podrá 
intimarlos a la presentación del proceso de separación definitiva, siendo tema de su máximo interés. No 
obstante, tampoco está señalado ningún procedimiento para que el INAU o el Juez, en estos casos, una 
vez entregada la tenencia provisoria, pueda obligarlos a iniciar el proceso de separación definitiva. 


Pero en los casos en que se entregan los niños a hogares de acogida, familias sustitutas o fueron internados -y 
esto, fundamentalmente-, ¿quién tiene legitimación u obligación de iniciar la separación definitiva? No está 
establecido en ninguno de los proyectos de ley. ¿Dentro de qué plazo habrá de comenzarse la separación 
definitiva? No olvidemos que los hogares de cuidado o las familias sustitutas muchas veces pueden tener 
interés económico en mantener esta situación y, por supuesto, no creo que sean ellos los que promuevan una 
separación definitiva. Nada prevé ninguno de los proyectos, y ciertamente esos son los niños que pasan años 
en esas situaciones. No hay más que recorrer cuantiosos expedientes de la actualidad para ver que en las 
situaciones derivadas de los Juzgados de Urgencia se prolongan eternamente en los Juzgados Letrados de 
Familia. 


Por otra parte, en la actualidad no se respetan los plazos de cuarenta y cinco y noventa días ya señalados por 
la Ley N* 18.590 como máximos para la internación de los niños. Además de la ausencia de establecer el 
titular con legitimación adoptiva para iniciar la separación definitiva y el plazo para esta acción, como 
acabamos de señalar, entendemos que las sanciones a los operadores -directores de hogares, asistentes 
sociales, psicólogos, magistrados intervinientes, responsables del INAU -son insuficientes. De hecho, hoy los 
plazos se superan ampliamente sin que nadie ejerza esa responsabilidad. Los términos del artículo 132.2 -"la 
más severa responsabilidad de los funcionarios actuantes omisos"- resultan por demás genéricos si no hay 
sanciones expresas y graves para el incumplimiento. ¿Quién denuncia, si la verdadera víctima es un niño 


desvalido? La severa responsabilidad será la iniciación de una investigación administrativa o un eterno 
sumario que quién sabe en qué acabará. 


Estamos frente al derecho humano de la adopción, de crecer en el seno de otra familia, consagrado en el 
artículo 12 del Código de la Niñez y la Adolescencia, por el que el Estado ha de velar y, por lo tanto, debe 
concretar sanciones que movilicen a los operadores, ya que los tiempos de los niños ciertamente no son los 
de los adultos, y las huellas psíquicas del abandono y de las internaciones prolongadas son muy difícilmente 
superadas. Es más: por ejemplo, para el caso del inciso final del artículo 132.2, si el INAU no se presenta a 
proponer la desinstitucionalización o egreso del niño de la familia de acogida en que se encuentre o del hogar 
de internación, tampoco hay sanción prevista. 


Ambos proyectos hablan sobre "la condición de adoptabilidad de un niño/a" -artículo 132.3-, y la definen. 
Sin embargo, no se establece ni que el Juez la decrete ni que el INAU la promueva, ni si es necesaria para el 
inicio de la separación definitiva. Es otro punto que sería importante concretar para tener coherencia en el 
acortamiento de los plazos proyectados y efectivizar los derechos de los niños. 


Por último, consideramos de mala técnica legislativa el proceso dado al trámite de adopción establecido en el 
artículo 142 del proyecto. Luego de haber realizado un trámite incidental para las situaciones de 
vulnerabilidad relativas, establecido en el artículo 132, se realizará el proceso extraordinario para la 
separación definitiva con todas las garantías y citaciones a progenitores y todas las personas en contacto con 
el niño. La sentencia de separación que recaiga en dicha separación implica la pérdida de la patria potestad, 
según el artículo 133.1. Entonces, ¿qué sentido tiene dotar al proceso de adopción de un trámite de un 
proceso incidental contradictorio, citándose a quienes fueron demandados en el proceso de separación 
definitiva, y que ya ninguna relación tienen con el niño? Si los demandados ya perdieron la patria potestad, 
¿para qué realizar nuevamente su citación, alargando inútilmente el trámite? 


En la actualidad funciona como un proceso voluntario, con notificación al INAU, participación del Ministerio 
Público y haciendo comparecer al curador defensor del niño que participó en la separación definitiva, por lo 
que a nuestro juicio las garantías son más que suficientes. La actual redacción alargará considerablemente el 
trámite, que a esta altura es un proceso kafkiano. 


SEÑOR BANGO.- Agradecemos que hayan respondido afirmativamente a la invitación formulada. 


Antes que nada, quisiera solicitar que nos acercaran el material que están manejando porque, si bien tomamos 
algunas notas, así lo podríamos analizar en mayor profundidad a fin de tener una composición de lugar lo 
más seria posible. 


Me quiero referir a una consideración que hizo el señor Horta al inicio de su exposición. En lo personal, 
tenemos una altísima valoración sobre la importancia de las organizaciones de la sociedad civil en las 
políticas públicas. De hecho, antes de nuestro actual trabajo nos desempeñamos durante quince años en el 
campo de la sociedad civil y hemos sido dirigentes de las organizaciones nacionales que representan a las 
ONG. Nos parece que ellas deben tener una especial participación en las políticas públicas. Las hemos 
defendido cuando estábamos de ese lado y las defendemos ahora. 


Por otra parte, quiero decir que en algunos casos "monopolio" no es una mala palabra. Por ejemplo, cabe 
recordar que el Estado detenta el monopolio del uso de la fuerza, y eso nos parece bien. En la temática que 
nos convoca, particularmente creemos que las organizaciones de la sociedad civil, en este marco de la Ley de 
Adopciones, tienen la posibilidad de apoyar y trabajar conjuntamente, conveniando con el INAU para, por 
ejemplo, los procesos de formación y capacitación de las familias que quieren ser adoptantes e integrar el 
Registro de Adopciones. Nos parece bueno contar con la colaboración de la sociedad civil y no debe haber 
ningún prejuzgamiento en cuanto a si la organización es de carácter confesional o no, o responde a ciertos 
intereses. Lo que sucede es que simplemente en algunos casos, como estos que son muy importantes, el 
Estado es un garante que, más allá de las absolutas buenas intenciones y los intereses que pueda tener cada 
una de las organizaciones de la sociedad civil, garantiza determinados procedimientos. 


Eso nos parece bien, pero no hay que confundir garantía con eficacia, y tenemos que combatir las ineficacias 
e ineficiencias. Muchas veces las organizaciones de la sociedad civil son muy importantes a la hora de 


colaborar en la mejora de la eficacia y estamos seguros de que todos perseguimos el bien de los niños, niñas 
y adolescentes, independientemente de la filosofía que profesamos, que además es legítima. 


Entonces, desde nuestra perspectiva -admitimos que pueda haber otras en contrario-, de lo que se trata es de 
fijar un procedimiento que dé garantías, definir la participación de la sociedad civil organizada para todo lo 
que mejore la eficacia de las políticas públicas y garantizar el derecho de todos los niños, niñas o 
adolescentes. Ese es el sentido -en el error o en el acierto, en la discrepancia o en el acuerdo -eso es lo que 
perseguimos con esta cuestión que tiene que ver con el monopolio de los procedimientos por parte del INAU, 
y donde haya ineficiencias habrá que combatirlas. 


Por otra parte, no entendí bien -quizás por mi falta de formación jurídica- lo que decía el señor Manso sobre 
el artículo 142. Él señalaba que hay procedimientos que están convocados en este artículo que, en la medida 
en que la familia perdió la patria potestad en un artículo anterior, serían sobreabundantes y retrasarían el 
proceso. ¿Entendí bien? 


SEÑOR MANSO.- Sí, exactamente. 


SEÑOR HORTA.- Me parecen correctas las apreciaciones del señor Diputado Bango. Estamos 
totalmente de acuerdo con la referencia que él hacía respecto del monopolio exclusivo del INAU y a las 
garantías que debe tener este proceso de adopción. El Movimiento Familiar Cristiano tuvo una 
trayectoria de más de cuarenta años en este tema, con una experiencia acumulada y un trabajo 
silencioso, tranquilo y sin ningún tipo de mancha dada por ningún actor vinculado a estos casos. 
Cuando tuvimos que pedir la habilitación, de acuerdo al Código vigente en su momento, el INAU la 
concedió y nos pareció correcto actuar bajo las auditorías necesarias para el control de las garantías 
del proceso. 


El Movimiento ha tenido una larga trayectoria de trabajo intachable, por lo que nos llamó la atención que se 
"desperdiciara" -entre comillas- el apoyo hacia un organismo como el INAU de una organización no 
gubernamental que trabaja con esa experiencia acumulada. No podemos dejar de decirlo, cuando uno ve que 
el INAU se apoya en instituciones sociales para muchísimas de sus actividades. Por eso nos parece que en 
este ámbito, con los controles correspondientes, que son razonables y totalmente necesarios, respetamos todo 
el proceso. 


Se hizo mención a que igual podemos apoyar el proceso, pero hay que ser realistas. Los padres que pretenden 
adoptar a un niño o a un adolescentes, que se acercan a una institución para ser preparados, apoyados y 
escuchados, si saben que no depende de nosotros la posibilidad de conseguir al niño no se van a acercar, 
porque no saben si después de esa preparación van a lograr su objetivo. Esta es una realidad clarísima. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos muchísimo las apreciaciones, que van a ser tenidas en cuenta 
a la hora de la discusión más pormenorizada de este proyecto en la Comisión. 


No habiendo más asuntos, se levanta la reunión 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


